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LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA DESDE EL SISTEMA EDUCATIVO

Ana María Peligero Molina

Universidad de Las Palmas de Gran Canaria (ULPGC)
Universidad Camilo José Cela (UCJC)
apeliger@hotmail.com

Resumen: 
La familia y el contexto educativo son los agentes de socialización primaria por excelencia. En 
ellos los individuos adquieren un mapa o representación del mundo, unas habilidades de adap-
tación al medio y unos valores morales y sociales. La integración de las normas y convenciones 
sociales en la familia y en la escuela es crucial en la prevención de la violencia. Pero ambos en-
tornos son permeables a los cambios sociales y los procesos de socialización se han modificado 
sustancialmente en unas pocas décadas, especialmente por la generalización del uso de los 
medios tecnológicos de comunicación. Las funciones del sistema educativo se han ido adap-
tando a las exigencias sociales y, en la actualidad, la prevención de la violencia y la resolución 
de conflictos configuran una nueva demanda.

Palabras clave: prevención de la violencia, cultura de paz, justicia restaurativa, resolución de 
conflictos, comisión de convivencia, mediación.

1. CAUSAS DE LA VIOLENCIA EN EL 
ENTORNO EDUCATIVO

Las causas de la violencia son múltiples 
y complejas y es preciso analizarlas tenien-
do en cuenta la interacción entre los indivi-
duos, los contextos en los que se producen 
y el significado social que adquieren esas 
relaciones. El modelo ecológico de Bronfen-
brenner (1979) nos permite el análisis de la 
violencia desde un enfoque sistémico, global 
e integrador. Estructura sus causas en base a 
cuatro sistemas diferenciados: microsistema, 
mesosistema, exosistema y macrosistema. 
“Así, la perspectiva más adecuada para con-

ceptualizar la complejidad de las causas que 
incrementan o reducen el riesgo de que surja 
la violencia escolar es la planteada desde el 
enfoque ecológico” (Díaz Aguado, 2004: 128-
129). 

a) El microsistema es el contexto inme-
diato de la persona, como es la familia que 
configura el primer contexto de aprendizaje 
de los seres humanos. La particularidad de 
estos aprendizajes es que son significativos, 
porque vienen mediatizados por los afectos. 
La familia aporta las pautas básicas para com-
prender el mundo y actuar en el mismo, es 
decir, sistemas de creencias, roles sociales, 
habilidades de vida, estilos de afrontamien-
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to de conflictos, valores, etc. La autoestima 
e identidad personal se fundamentan en los 
vínculos afectivos. Por eso, la influencia de 
la familia en el proceso de socialización es 
decisiva. En ella, se adquieren y desarrollan 
las tareas básicas de construcción de la per-
sonalidad, a saber, autonomía, capacidad de 
orientar la conducta hacia objetivos y habili-
dades sociales necesarias para la interacción 
con el entorno. La familia aporta al niño mo-
delos y expectativas básicos, así como segu-
ridad y empatía necesarios para un correcto 
desarrollo de la personalidad. 

La institución familiar ha sufrido trans-
formaciones importantes debido a factores 
sociales entre los que caben citar: la incor-
poración de la mujer al trabajo remunerado, 
el control de la natalidad, la ley del divorcio 
y la ley de las parejas homosexuales. De un 
solo modelo de familia, hemos pasado a un 
concepto de familia más amplio que reco-
ge diversas formas de relación en la unidad 
de convivencia. Así, nos encontramos con 
familias monoparentales, separadas, recons-
tituidas, con progenitores del mismo sexo. 
También hay que mencionar a las familias 
reagrupadas de ciudadanos inmigrantes resi-
dentes en España.

En contraposición a las familias de antaño, 
en la sociedad actual es frecuente que ambos 
progenitores trabajen fuera del hogar, lo que 
les resta tiempo para estar con los hijos y ejer-
cer una supervisión presencial de sus activi-
dades. Además, los progenitores manifiestan 
encontrar dificultades para imponer límites y 
normas a los hijos. De hecho, las denuncias 
de padres a hijos por el uso de la violencia ha 
ido en aumento durante los últimos años. 

Smith (2007), señala que dos de los fac-
tores más importantes para el desarrollo de 
una conducta agresiva es la existencia de 
conflictos en el núcleo familiar (sea entre los 
padres, padres e hijos, o entre hermanos) y la 
falta de calor paterno. Otros factores de ries-
go en la familia es su estructura autoritaria y 
verticalista, el aprendizaje de roles de género 
estereotipados y los modelos de resolución 
violenta de conflictos. Cuando un niño se so-

cializa en un contexto familiar,  donde la vio-
lencia es una forma de interacción (aunque 
no sea explícitamente admitida), la adquisi-
ción de las competencias prosociales  se  ve 
mermada. El chico suele trasladar su tensión 
y sufrimiento empleando el método obser-
vado por sus modelos más significativos (los 
progenitores) hacia hermanos, compañeros, 
animales u objetos. La normalización del uso 
de la violencia en el ámbito familiar puede 
explicar parte de la violencia que se manifies-
ta en el entorno escolar.

 
b) El mesosistema es el conjunto de con-

textos en los que la persona se desenvuelve 
y las interacciones que se producen entre los 
mismos, como, por ejemplo,  el centro educa-
tivo y las relaciones que se establecen entre 
los distintos miembros de la comunidad edu-
cativa (alumnos, padres, profesores, personal 
no docente). 

Nuestro sistema educativo ha sufrido 
modificaciones paralelas al desarrollo socio-
político. No hace tantas décadas, en España 
era aceptado el castigo físico y psíquico por 
parte del profesorado a sus alumnos. Sin em-
bargo, el modelo autoritario ya no encuentra 
legitimidad en un sistema democrático que 
debe garantizar el respeto a los derechos de 
los niños recogidos en los convenios y trata-
dos internacionales. En pocas décadas hemos 
pasado de un modelo de profesor autoritario 
y jerárquico, a otro de corte democrático y 
dialogante. Las demandas sociales al sistema 
educativo se han incrementado y el profe-
sorado se ha visto desprovisto, por un lado, 
del respeto incondicional del que gozaba 
anteriormente y, por otro, de los conocimien-
tos y estrategias necesarias para adoptar un 
estilo educativo diferente y eficaz. Esto ha 
generado en los últimos años una demanda 
de formación del profesorado en gestión de 
la convivencia y en resolución de conflictos 
y comienzan a incorporarse en la programa-
ción de los estudios de formación del profe-
sorado éstos y otros contenidos formativos. 

Paralelamente, la educación se ha univer-
salizado dando lugar a grupos heterogéneos 
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de estudiantes. Frente a los grupos más ho-
mogéneos y reducidos de antaño, debido a 
la inmigración en nuestro país, nos encontra-
mos, en la actualidad, con diversas nacionali-
dades en una misma aula. 

Además, se ha pasado de una concepción 
de la institución educativa como instancia 
de transmisión de conocimientos -de la que 
podían ser expulsados los que no se ajustaba 
a las exigencias de la misma- a una instan-
cia que tiene como finalidad la prevención 
de la exclusión social. Los alumnos que no 
se adaptan a las exigencias educativas no 
pueden ser excluidos del sistema, debiendo 
éste, por imperativo legal, adaptarse a las 
necesidades específicas de cada alumno (in-
migrante, discapacitado, superdotado, etc). 
Estas exigencias de especialización de la ins-
titución educativa también requieren de una 
formación específica del profesorado. Dadas 
estas exigencias, los centros educativos han 
incorporado en sus equipos otros perfiles 
profesionales como pedagogos, orientado-
res, psicólogos y trabajadores sociales. 

El aumento de la edad de la educación 
obligatoria ha forzado al profesorado a dar 
respuesta a un grupo de chicos y chicas en 
edad adolescente que, en ocasiones, no de-
sea estar en dicho contexto produciéndose 
situaciones de conflictividad. De hecho, el 
profesorado refiere que los mayores proble-
mas con los que se encuentran son la falta de 
motivación, la indisciplina y la violencia.

Otra característica de la socialización ac-
tual es la falta de coordinación educativa 
entre padres y profesores y, en ocasiones, la 
inexistencia de comunicación entre ellos. Pa-
rece que la actitud de la familia respecto al 
centro educativo y al profesorado también 
ha sufrido ciertas modificaciones o, al menos, 
es una queja extendida entre el profesorado 
la falta de implicación y colaboración de las 
familias en la educación de los alumnos. El 
profesor se ve indefenso ante la desidia de 
los padres o ante su falta de compromiso, eso 
sin contar las ocasiones en que existe una 
confrontación manifiesta que, en ocasiones, 
puede tornarse violenta. En el estudio del cli-

ma escolar y de la violencia escolar, también 
deben ser evaluadas las relaciones violentas 
entre progenitores y el profesorado, pues 
constituye una grave inconsistencia educati-
va para los niños. 

Por su parte, los profesores atribuyen la 
violencia escolar sobre todo a causas perso-
nales o familiares de los alumnos, lo que que-
da fuera de su control. Esta representación 
dificulta la adopción de medidas destinadas 
a prevenir la violencia desde la escuela y, con 
cierta frecuencia, resistencias para participar 
en programas destinados a tal fin. Según Bla-
ya (2007), el profesor requiere una capacita-
ción específica como medio de prevención 
para desarrollar un sentimiento de confianza 
entre los alumnos. El sentimiento de perte-
nencia a la escuela, tanto por parte del profe-
sorado como de alumnos, es un factor clave 
de la prevención.

La violencia escolar conforma una gran 
diversidad de conductas que se pueden dar 
entre los diferentes subsistemas que convi-
ven en el contexto educativo. “[(…)] apenas 
se habla de las agresiones que los docentes 
infligen a los alumnos y alumnas. Al igual que 
se presta atención a todos las otras formas de 
violencia en la escuela, esta no debería pasar 
desapercibida, más cuando el hecho de que 
sea ejercida por las figuras responsables de 
la educación resulta especialmente inade-
cuado” (Defensor del Pueblo, 2006: 277). Las 
medidas preventivas dirigidas exclusivamen-
te al alumnado no encontrarán un contexto 
coherente si no se reconocen y hacen visibles 
otras violencias existentes en el contexto 
educativo y se establecen medidas para su 
mejora.

 
c) El exosistema son las estructuras que no 

contienen personas pero que influyen en en-
tornos específicos que si la contienen, como 
son la televisión, los videojuegos, internet, 
etc. 

Antiguamente la mayor parte de la infor-
mación de los niños provenía de la familia 
y de la escuela, sin embargo, el desarrollo y 
el acceso a los medios de comunicación en 
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todas sus variantes, ha facilitado a los chicos 
una fuente inagotable de información así 
como nuevas formas de interacción social. 
Los medios de comunicación compiten fe-
rozmente con el sistema educativo y con la 
familia en los procesos de socialización. En 
numerosas ocasiones, los medios presen-
tan modelos violentos atractivos -bien por 
la ausencia de consecuencias negativas, o 
bien por un reforzamiento directo de la vio-
lencia- lo que va produciendo gradualmen-
te una insensibilización ante la misma y una 
normalización de su uso. Esta influencia de-
penderá del tiempo y del contenido al que se 
expongan los niños, así como de la supervi-
sión de un adulto que le ayude a tener una 
visión crítica sobre el contenido que observa 
(Garrido, Stangeland, y Redondo, 1999). El rit-
mo de vida de las familias contemporáneas 
no permite a los progenitores pasar con sus 
hijos todo el tiempo que éstos ven la televi-
sión o se conectan a internet. Pero los medios 
de comunicación también modelan conduc-
tas prosociales y cumplen una función social 
de denuncia ciudadana y de cohesión social. 
Resulta lógico incorporar en la enseñanza el 
empleo de estas tecnologías, pues su uso re-
sulta imprescindible para una correcta adap-
tación al entorno actual.

d) El macrosistema es el conjunto de es-
quemas y valores culturales de los cuales los 
sistemas anteriores son manifestaciones con-
cretas. Son factores de riesgo de este nivel los 
esquemas y valores que legitiman, justifican 
y refuerzan el uso de la violencia así como 
las respuestas institucionales y comunitarias 
inadecuadas para casos de violencia identifi-
cados.

En las sociedades de la información, la 
familia y el sistema educativo compiten con 
otro agente socializador de primer orden, los 
medios de comunicación. Por tanto, pode-
mos afirmar que la educación de los niños y 
niñas de hoy es una responsabilidad de la so-
ciedad en su conjunto. En palabras de Ortega 
(2004): “El fenómeno social de la violencia es 
mucho más amplio que el problema institu-

cional de la violencia en el centro educativo; 
la violencia está en la calle, en la vida domés-
tica, en el ámbito económico, político y so-
cial en general. Lo que ocurre en los centros 
escolares no es más que un reflejo de lo que 
ocurre en la vida pública y privada en todos 
sus aspectos”.

2. FUNCIONES DE LOS CENTROS 
EDUCATIVOS 

Las normas legales que regulan la convi-
vencia democrática conforman parte del ma-
crosistema. En el este apartado exponemos 
algunas modificaciones legales que afecta a 
las funciones del sistema educativo en Espa-
ña. 

La Constitución Española de 1978 recoge 
como derechos fundamentales: el derecho 
a la educación (artículo 27), el derecho a la 
integridad física y moral (artículo 15) y el de-
recho a la libertad y a la seguridad (artículo 
17). Establece la carta magna que la educa-
ción ha de tener por objeto el pleno desarro-
llo de la personalidad humana en el respeto 
a los principios democráticos de convivencia 
y a los derechos y libertades fundamentales 
(artículo 27.2).

El Real Decreto 732, de 5 de mayo de 1995, 
de los derechos y deberes de los alumnos y 
normas de convivencia, establece el derecho 
de los alumnos a la integridad física y moral 
y la dignidad personal, no pudiendo ser ob-
jeto, en ningún caso, de tratos vejatorios o 
degradantes (art. 17). Esta norma constituye 
un precedente pues establece los deberes de 
los alumnos en el marco jurídico de ámbito 
nacional. Entre otros destacamos los deberes 
del estudio, del respeto, de la no discrimina-
ción y de la participación (artículos 35-40). 
Además, el decreto introduce una modifi-
cación estructural en el equipo educativo 
mediante la creación de la comisión de con-
vivencia, cuyo objetivo es resolver y mediar 
en conflictos y canalizar iniciativas de mejora 
de la convivencia, el respeto y la tolerancia 
(artículo 6). La comisión de convivencia debe 
estar conformada por representantes de to-
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dos los grupos que conforman la comunidad 
educativa, es decir, padres y madres, estu-
diantes y profesores. También se le asigna la 
gestión de las medidas preventivas que ga-
ranticen los derechos e impidan actos contra-

rios a las normas de convivencia (artículo 7). 
La Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciem-

bre, de Calidad de la Educación, reconoce al 
alumno su derecho básico a que se respe-
ten su integridad y dignidad personales, así 
como a la protección contra toda agresión 
física o moral (art. 2.2). Paralelamente esta-
blece como uno de los deberes básicos de los 
alumnos el respetar la dignidad, la integridad 
y la intimidad de todos los miembros de la 
comunidad educativa (art.2.4). 

El capítulo I de la Ley Orgánica 1/2004, de 
28 de diciembre, de medidas de protección in-
tegral contra la violencia de género, introduce 
modificaciones en la legislación educativa 
vigente en ese momento. En concreto, esta-
blece los principios, valores y fines del siste-
ma educativo. Entre los que podemos citar: 
el respeto de los derechos y libertades fun-
damentales y de la igualdad entre hombres 
y mujeres, así como en el ejercicio de la tole-
rancia y de la libertad dentro de los principios 
democráticos de convivencia. Ello conlleva la 
eliminación de los obstáculos que dificultan 
la plena igualdad entre hombres y mujeres y 
la formación para la prevención de conflictos 
y para la resolución pacífica de los mismos 
(artículo 4.1).

En cuanto a la formación del profesorado, 
el artículo 7 estipula que las administraciones 
educativas adoptarán las medidas necesarias 
para que en los planes de formación inicial y 
permanente del profesorado se incluya una 
formación específica en materia de igualdad, 
con el fin de asegurar que adquieren los co-
nocimientos y las técnicas necesarias que les 
habiliten para: 
- La educación en el respeto de los dere-

chos y libertades fundamentales y de la 
igualdad entre hombres y mujeres y en el 
ejercicio de la tolerancia y de la libertad 
dentro de los principios democráticos de 
convivencia.

- La educación en la prevención de con-
flictos y en la resolución pacífica de los 
mismos, en todos los ámbitos de la vida 
personal, familiar y social.

- La detección precoz de la violencia en el 
ámbito familiar, especialmente sobre la 
mujer y los hijos e hijas.

- El fomento de actitudes encaminadas al 
ejercicio de iguales derechos y obligacio-
nes por parte de mujeres y hombres, tan-
to en el ámbito público como privado, y la 
corresponsabilidad entre los mismos en el 
ámbito doméstico.

La Ley 27/2005, de 30 de noviembre, de fo-
mento de la educación y la cultura de la paz, 
reconoce, en su exposición de motivos, el 
papel absolutamente decisivo que juega la 
educación como motor de evolución de una 
sociedad. Pretende ser un punto de partida 
para sustituir la cultura de la violencia que ha 
definido el siglo XX, por una cultura de paz 
que tiene que caracterizar al nuevo siglo. La 
cultura de la paz la forman todos los valores, 
comportamientos, actitudes, prácticas, senti-
mientos, creencias, que acaban conformando 
la paz. Esta cultura de paz se debe implantar 
potenciando la educación para la paz, la no-
violencia y los derechos humanos; la investi-
gación para la paz y la eliminación de la into-
lerancia; y la promoción del diálogo y de la 
no-violencia como práctica a generalizar en 
la gestión y transformación de los conflictos. 

El preámbulo de la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación, establece que el 
objetivo fundamental de la educación es la 
cohesión social (fomentar convivencia demo-
crática, respeto a las diferencias individuales, 
promover solidaridad y evitar discriminación 
social). Sus principios son: educación de 
equidad y de calidad, esfuerzo compartido 
y compromiso con los objetivos de la Unión 
Europea. El artículo 2 establece que los fines 
de la educación son:
a)  Pleno desarrollo de la personalidad y ca-

pacidades.
b) Educación en respeto y libertades fun-

damentales, en igualdad de derechos y 
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oportunidades de género e igualdad de 
trato y no discriminación a personas con 
discapacidad.

c) Educación en el ejercicio de la tolerancia y 
la libertad, en los principios democráticos 
de convivencia, prevención de conflictos y 
resolución pacífica de los mismos.

d) Formación para la paz, respeto de los de-
rechos humanos, vida en común, cohe-
sión social, cooperación y solidaridad y 
respeto a seres vivos y medio ambiente.

En definitiva, la función actual del sistema 
educativo no es la mera transmisión de co-
nocimientos, sino sobre todo, la educación 
en la convivencia. La transmisión de valores 
democráticos como el respeto y la toleran-
cia, así como la prevención de la exclusión 
social y de la violencia se convierten en ob-
jetivos prioritarios de la educación. Estas 
demandas exigen formación específica por 
parte del profesorado. El entrenamiento en 
habilidades de gestión de la convivencia y de 
resolución de conflictos, la formación para la 
igualdad y para la atención de las diferencias 
individuales así como para la detección pre-
coz de los casos de violencia familiar son al-
gunos ejemplos de las nuevas competencias 
a adquirir.

La creación de la comisión de convivencia, 
en la que participan representantes de todos 
los miembros de la comunidad educativa, 
democratiza la gestión de la convivencia en 
los centros. La comisión de convivencia tiene 
dos objetivos prioritarios: la resolución de 
conflictos y la mejora de la convivencia. Este 
último  es, en esencia, lo que denominamos 
como prevención primaria. Los planes de 
convivencia deben fomentar la seguridad y 
la cohesión de sus miembros. “La institución 
escolar tiene el derecho y el deber de ser un 
lugar seguro para poder maximizar en sus 
alumnos la oportunidad de aprender” (Oñate 
y Piñuel, 2006: 37). 

3. LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA 
Y EL FOMENTO DE LA CULTURA 
DE LA PAZ EN LOS CENTROS 
EDUCATIVOS

La gestión de la convivencia en los cen-
tros educativos implica, entre otras activida-
des, la adopción de medidas de prevención 
de la violencia. En este marco, las técnicas de 
resolución de conflictos como la mediación 
adquieren protagonismo frente al sistema 
sancionador precedente, que resolvía los 
conflictos exclusivamente en base a sancio-
nes reguladas en los reglamentos de régi-
men interno de los centros. El modelo que se 
ha implantado en España es mixto, es decir, 
combina ambos sistemas y según las caracte-
rísticas y circunstancias de cada caso se apli-
cará una medida u otra1. 

La mediación es la técnica de resolución 
de conflictos más extendida en nuestro en-
torno, pero existen otras como la compen-
sación a la víctima, la restitución, la concilia-
ción, el trabajo en beneficio de la comunidad, 
los círculos-conferencia y los círculos familia-
res. El término de justicia restaurativa englo-
ba todas estas técnicas de resolución de con-
flictos que son originales de las comunidades 
aborígenes de Nueva Zelanda, Australia y 
Canadá. Estas formas de justicia tradicionales 
e indígenas entendían el crimen fundamen-
talmente como el daño causado a otras per-

1  Es preciso aclarar que el uso de la mediación no es 
siempre apropiado, lo que sucede en algunos casos de 
acoso escolar. El desequilibrio de poder que se da en el 
acoso -por sus características y por las consecuencias que 
genera- sitúa en una posición de poder al infractor y de 
debilidad a la víctima. Es necesario, por tanto, diagnosti-
car la responsabilidad y motivación para reparar el daño 
que tiene el acosador y así como la afectación en la víc-
tima. También se requiere igualar las posiciones antes de 
proceder al uso de esta técnica para evitar que se genere 
una victimización secundaria. La instrucción 10/2005 de la 
Fiscalía sobre el tratamiento del acoso escolar desde el sis-
tema de justicia juvenil, advierte que los expertos no con-
sideran adecuada la mediación cuando hay una situación 
de fuerte desequilibrio entre los afectados, el acosador no 
tiene el menor interés en cesar en sus actos o la víctima ha 
llegado a una situación de pánico que le inhabilita para 
tomar parte en el proceso. Por tanto, no es útil para todos 
los supuestos de acoso.



15

sonas, y la justicia como la restauración de la 
armonía social ayudando a las víctimas, a los 
ofensores y a la comunidad a sanar el daño 
ocasionado. La justicia restaurativa como 
concepto emerge en los países anglosajones 
inspirado por los movimientos feministas y 
de la victimología para dar un marco a todas 
aquellas respuestas alternativas al sistema 
legal punitivo. Pero, en la actualidad, es algo 
más que una alternativa a dicho sistema, es 
un movimiento social que propone la reso-
lución pacífica de conflictos tanto si consti-
tuyen infracciones legales como si no, y su 
aplicación se ha extendido a otros contextos 
sociales como las comunidades de vecinos, 
la familia, la escuela, el ámbito laboral, los 
conflictos internacionales, etc. Como afirma 
Braithwaite (2000), las prácticas restaurati-
vas precedieron a su interpretación filosófi-
ca como justicia restaurativa. Con todo, sus 
principios básicos son constantes: la repara-
ción efectiva del daño causado, la responsa-
bilidad del ofensor por sus actos y la resolu-
ción pacífica del conflicto interpersonal con 
la participación de la comunidad como parte 
implicada. 

En el ámbito escolar se puede diferenciar 
tres modelos de integración de las prácticas 
restaurativas:

Los instrumentos restaurativos son apli-
cados por agentes externos a la comunidad 
educativa cuando el centro lo estima opor-
tuno.

Los miembros de la comunidad educativa 
pueden ser entrenados en técnicas restaura-
tivas y aplicarlas cuando lo creen apropiado.

Modelo de cambio global. Este modelo 
propone que toda la comunidad escolar esté 
representada en un grupo de dirección, que 
algunos miembros sean entrenados en prác-
ticas restaurativas y que las políticas escola-
res se orienten en la línea de los principios 
restaurativos (estructura de gobierno, orien-
taciones de enseñanza y de aprendizaje).

Afirma Braithwaite y Strang (2000) que 
la adaptación de las prácticas de la justicia 
restaurativa en el contexto es de gran impor-
tancia si han de ser efectivas como medios 

de regulación social. La base del éxito de las 
prácticas restaurativas está en la implicación 
y en el compromiso emocional. Por eso, es 
de mayor importancia la aprobación e im-
plicación de la comunidad educativa que el 
modelo a implementar. A pesar de esto, el 
modelo de cambio global parece ser el más 
idóneo desde las perspectivas teóricas del 
vínculo social, del control social, del aprendi-
zaje y de la justicia restaurativa. Este modelo 
se centra en restaurar el sentido de comuni-
dad buscando mayor consistencia entre las 
prácticas restaurativas y el entorno. En la so-
ciedad actual, la tarea de un  programa efec-
tivo de seguridad escolar debe ser entendido 
como un refuerzo o una restauración del sen-
tido de comunidad, que hace que el colegio 
sea un lugar relativamente seguro, porque 
es un lugar de autoprotección basado en el 
compromiso positivo entre sus miembros. 

Deklerck, Deboutte y Depuydt (2001) 
contextualizan la mediación dentro de un 
modelo de prevención general que fomenta 
la cultura de los vínculos sociales mediante 
un enfoque integrado que pone el acento en 
las medidas positivas de prevención de con-
flictos, como la mejora de la infraestructura 
escolar, la amplia intervención pedagógica 
y la buena comunicación. Como explican los 
autores, al fin y al cabo, la mediación en con-
flictos no lleva automáticamente a una cultu-
ra escolar de comunicación positiva y libre ni 
a un mejor clima social en general. Una razón 
de importancia es que la mediación arroja luz 
sobre posibles problemas en el colegio. En su 
esquema de prevención, los autores sitúan 
la mediación en los dos últimos niveles de la 
pirámide, en el de prevención específica y en 
el de medidas curativas. De la misma forma, 
Hopkins (2000) contextualiza las prácticas 
restaurativas en los colegios distinguiendo 
entre justicia restaurativa y justicia relacional. 
Por justicia restaurativa entiende las medidas 
orientadas a reparar el daño causado a la re-
lación y a la comunidad. Por justicia relacio-
nal entiende las medidas que nutren y desa-
rrollan las relaciones y que crean el sentido 
de comunidad. Aunque ambas comparten 
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el desarrollo de habilidades de comunica-
ción, obedecen a dos finalidades diferentes, 
la justicia restaurativa interviene en caso de 
que haya un daño a ser reparado y la justicia 
relacional conforma lo que entendemos por 
prevención primaria (previa a la aparición del 
conflicto). Umbreit (1995) considera que la 
mediación es más efectiva cuando todos los 
trabajadores y los estudiantes están entrena-
dos en habilidades básicas de resolución de 
conflictos, motivo por el que el entrenamien-
to en la gestión de conflictos debería ser inte-
grado en el currículum. 

El tipo de mediación más desarrollado es 
la de alumno-alumno, ya que la mediación 
profesor-alumno se encuentra con una ma-
yor oposición por parte de los primeros. Este 
hecho puede tener un impacto negativo a 
largo plazo pues al esconder la dimensión 
vertical, los estudiantes se integran en una 
estructura en la que no se permite cuestio-
narse la transformación que propone. Si lo 
que buscamos es el diálogo y la participación 
dentro de los colegios, la forma lógica de tra-
tar los conflictos debe contemplar todas las 
direcciones entre esos dos niveles jerárqui-
cos. Los expertos llaman la atención sobre la 
imposibilidad de alcanzar una cultura de la 
paz y de la convivencia con el mero uso de 
la mediación en conflictos entre alumnos. Por 
ello es necesario el análisis y el abordaje inte-
grado que propone Torrego (2000).

4. CONCLUSIONES

Dada la preocupación social por la segu-
ridad de las sociedades industrializadas, se 
le ha encargado al colegio las funciones de 
socialización y de prevención de la exclusión 
social y de la criminalidad. Pero la institución 
educativa se encuentra con limitaciones para 
llevar a cabo su función debido al una cre-
ciente desmotivación, indisciplina y violencia 
en la escuela. Paralelamente, se acusa al sis-
tema educativo de ser una fuente de exclu-
sión y de criminalidad por su falta de efecti-
vidad, pues el resultado más frecuente de la 
inadaptación escolar es el paro, la pobreza y 
el delito. Se han estudiado algunos factores 

estructurales de la escuela con la finalidad 
de conocer su influencia en las conductas 
antisociales de los alumnos. Aunque es difícil 
encontrar apoyo para culpar a la escuela del 
fracaso y de la criminalidad de sus alumnos, 
sí se han encontrado características en la es-
tructura y en los procesos de enseñanza que 
están asociados a ambientes de aprendiza-
je positivos o negativos. Por eso, aunque es 
aceptado que la escuela no puede solucionar 
los problemas sociales, sí puede contribuir 
a la sociedad ofreciendo educación y entre-
namiento en el tratamiento de sus propios 
conflictos.

La prevención desde un enfoque global 
e integrado precisa de un marco teórico, un 
diagnóstico de la convivencia escolar, una 
estructuración de las técnicas a emplear y un 
sistema de evaluación que permita conocer 
su eficacia. 

La mediación es una técnica de resolución 
de conflictos que debe ser contextualizada 
en un modelo teórico preventivo como es 
el de la justicia restaurativa. Además, como 
paso previo al diseño de un plan de convi-
vencia escolar, resulta imprescindible hacer 
un diagnóstico del clima escolar que incluya 
todas las interacciones que se producen en-
tre los distintos miembros de la comunidad 
educativa. Posteriormente, las estrategias 
de intervención pueden agruparse en cua-
tro categorías: en relación a la organización 
escolar, a la formación del profesorado, a las 
propuestas concretas para desarrollar en el 
aula y a los programas específicos a aplicar en 
las situaciones y fenómenos de violencia con 
escolares implicados o en riesgo. Finalmente, 
estos programas deben ser evaluados en or-
den a conocer su eficacia.

Durante los últimos años, el porcentaje 
de centros que se han implicado en progra-
mas de mejora de la convivencia y en otras 
actuaciones de prevención ha aumentado 
significativamente en España. “Se observan 
algunos cambios que podrían interpretarse 
en el sentido de que los centros están po-
niendo en marcha lo que Torrego y Moreno 
(2001) denominan un modelo integrado de 
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mejora de la convivencia en el que se combi-
nan medidas sancionadoras con actuaciones 
dirigidas a mejorar las relaciones interperso-
nales” (Defensor del Pueblo, 2006: 278). En 
nuestro país, la evaluación de los planes de 
convivencia y de las estrategias de resolución 
de conflictos es todavía incipiente: No obs-
tante, estas innovaciones preventivas están 
arrojando resultados positivos y, sin duda, 
están fomentando un sistema educativo más 
democrático y pacífico que el de antaño.
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Resumen: 
El trabajo que presentamos intenta aportar que la Comunicación no Verbal puede ser un ins-
trumento a tener en cuenta en el proceso de la comunicación en su conjunto y  donde se intenta 
medir, a través de un cuestionario (CUVALECORME), la valoración de la comunicación no verbal  
como herramienta de trabajo en la mediación familiar.
Para la elaboración y desarrollo de este estudio, hemos conformado  un marco teórico-concep-
tual con la aportación de diferentes autores que han tratado y analizado el lenguaje corporal. 
Citamos entre otros, a Parkinson (2005), Mehabian (1972), Cabana (2003), Günter (1995), Pi-
nazu y Musitu (1993), Mucchiello (1998), Berlo (1969), Watzlawick (1974), Polaino y Martínez 
(1990) y Hervés (1998).
Los resultados obtenidos muestran, a pesar de las limitaciones teóricas y metodológicas, una 
línea de trabajo que nos permiten señalar posturas a favor de la Valoración de la Comunica-
ción no Verbal como Herramienta de Trabajo en la Mediación Familiar. De dichos resultados 
destacamos el obtenido en el total de niveles de valoración del CUVALECORME, donde el 78,9% 
de opinión consideran a la Comunicación no Verbal como una Herramienta de Trabajo en la 
Mediación Familiar, frente a un porcentaje  del 21,1% de opiniones desfavorables.

Palabras claves: comunicación no verbal, mediación familiar, emociones.

1. MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL

Antes de iniciar este apartado hay que in-
dicar que la interpretación de un sólo gesto 
aislado puede carecer de significado. El valor 
de un gesto sólo resulta revelador si se con-
sidera el proceso de la comunicación en su 
conjunto, es decir, el contexto, las palabras, la 
entonación y los demás gestos.

De los diferentes autores que han estu-
diado y analizado el lenguaje corporal, des-
tacamos, por la aportación recibida para la 
elaboración y desarrollo de este trabajo de 
investigación, los siguientes autores:

Girbau (2002, pág. 14), habla de  la relación 
que existe entre la comunicación, el lenguaje 

y los procesos cognitivos, así como su estre-
cha relación y compleja interrelación. “Cual-
quier definición de lenguaje debe incluir una 
función comunicativa, y es igualmente impo-
sible definir la comunicación sin referirse a 
un  componente lingüístico”. Este fenómeno 
comunicativo viene complementado por la 
extendida idea sobre la imposibilidad de no 
comunicar. Este principio fue impulsado por 
el grupo de Palo Alto surgido en los años se-
senta. Según dicha concepción, actividad o 
inactividad, palabras o silencio tienen siem-
pre valor de mensaje, o sea, influyen sobre 
los demás quienes, a su vez, no pueden dejar 
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de responder a tales comunicaciones y, por 
ende, también comunicar.

En otra línea,  De Diego y Guillen (2006, 
pág.14) explican los porcentajes que corres-
ponden a la conducta comunicativa. Estudios 
clásicos habían demostrado al analizar los 
impactos de la conducta comunicativa que 
sólo el 7% se debe al contenido expresado 
por la palabra hablada o escrita, mientras que 
el 55% de la totalidad está relacionado con 
la expresión del rostro, debiéndose  el 38% 
restante a la voz del comunicante. Estudios 
más recientes hacen hincapié en aspectos de 
la conducta no verbal en la comunicación, en 
concreto la expresión no verbal que defien-
de la existencia de una especie de lenguaje 
vocabulario elemental y que éste puede ser 
un índice fidedigno de nuestras emociones 
básicas. La comunicación no verbal propor-
ciona una información más fiable, sobre todo 
en situaciones en las que se está comunican-
do con palabras, bien porque quien habla se 
propone engañarnos intencionadamente, o 
bien porque ha reprimido la información que 
deseamos conocer.

Por su parte, Mucchielli (1998, págs. 78-
79) hace referencia a  la comunicación como 
fenómeno global. Según este autor  “el hecho 
de no transmitir información constituye una 
comunicación”. Durante mucho tiempo  la 
palabra ha constituido el campo privilegiado 
de los estudios sobre comunicación humana. 
Más tarde se ha hecho un esfuerzo por inte-
grar las actitudes corporales, los gestos y to-
dos los signos paralingüísticos que acompa-
ñan al lenguaje (la comunicación analógica).

En la misma línea, Watzlawick (1974) ma-
nifiesta que “no se puede no comunicar”. No 
decir nada durante una reunión quiere decir 
rotundamente algo en ese contexto. Al prin-
cipio, el sentido de esa comunicación está 
vacío, es decir, que no se puede inferir con-
cretamente su significado. Muchos significa-
dos son posibles pero, poco a poco, se va pre-
cisando su significado como consecuencia 
de la relación de dicho comportamiento con 
diferentes elementos del contexto. Por tanto 
el elemento básico del estudio de la comuni-

cación ya no es el mensaje, sino el comporta-
miento total: tanto verbal como relativo a las 
posturas o a los gestos.

Otros autores como Polaino y Martínez 
(1990, págs 89-90) citan las diferencias a 
destacar entre la comunicación verbal y no 
verbal. De una  parte, la descodificación y la 
reacción a los mensajes no verbales suele ser 
mucho más rápida, automática e inmediata 
que respecto a los mensajes verbales. Por 
el contrario los mensajes verbales suponen, 
normalmente, una secuencia de codificación 
y decodificación más concienzuda y parsi-
moniosa. Hoy se sostiene que los mensajes 
no verbales están mucho menos sujetos a la 
interposición y consciente autorregulación 
que los mensajes verbales.

Estas señales y signos no verbales nos in-
forman de aspectos que son tal vez difíciles 
de comunicar de forma verbal, como ciertas 
actitudes, emociones y sentimientos respec-
to de los cuales la persona que gesticula no 
querría comunicarlos.

Los mensajes no verbales pueden  infor-
marnos también acerca de cuando una per-
sona dice la verdad y cuando está mintiendo. 
Los experimentos más sorprendentes los rea-
lizaron Ekman y Friesen (1969) quienes pu-
dieron demostrar que los mensajes del cuer-
po son muchos más eficaces para desvelar el 
verdadero sentido de lo que dice el paciente.

Autores como Pinazu y Musitu (1993)  se-
ñalan la poca importancia  que, paradójica-
mente, se le ha dado a un tema tan crucial 
como es la comunicación no verbal, citando 
las tres razones que lo explican:

a) Los mensajes actúan inconscientemente, 
gran parte de los mensajes corporales se 
comunican por debajo de nuestro nivel 
habitual de conciencia. Actúan en la men-
te subsconciente ejerciendo una podero-
sa influencia en cómo pensamos, senti-
mos y nos comportamos.

b) La segunda barrera que impide reconocer 
la importancia del lenguaje no verbal es la 
asombrosa cantidad de información que 
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proporciona,  sólo podemos llegar a una 
pequeña parte del todo.

c) Descuidamos su importancia, Mehrabian 
(1972) ha calculado que solamente el 7% 
de  lo que captamos procede de los que se 
dice mientras que el 38% viene del tono 
de voz en que se dice y el 55% de las seña-
les del lenguaje no verbal.

En una línea diferente, Herves (1998, págs. 
40-41) explica las diferentes formas que el 
cuerpo expresa  a través de un lenguaje no 
verbal,  ya sea por el movimiento, gestos, la 
postura, el atuendo, etc. “La gestualidad es 
la clase más importante de la comunicación 
no verbal”. El lenguaje de los gestos, parti-
cularmente el de los brazos, el de las manos, 
el de la cabeza y el de los pies, es a menudo 
tan preciso y tan elaborado como el lenguaje 
verbal.

Durante la conversación, la gente presta 
atención a lo que se dice, sin embargo los 
movimientos de los ojos proporcionan gran 
información. La mirada asume una función 
de refuerzo, por ejemplo señala el grado de 
compromiso, hostilidad, sospecha, orden, 
etc. entre los comunicantes. Los movimientos 
por ejemplo de la cabeza dan al otro permiso 
para hablar o para dejar de hacerlo. Nuestro 
cuerpo también se expresa  con la postura 
que adoptamos, ya sea para indicar amistad, 
hostilidad, superioridad, inferioridad, dife-
rentes estados emocionales etc.

Por su parte, Parkison (2005, págs. 135-
136) hace referencia a la información añadida 
que nos puede aportar el lenguaje corporal. 
El lenguaje corporal (vestimenta, postura, 
contacto visual, expresiones faciales) aporta 
a la mediación una gran cantidad de infor-
mación. Los mediadores deben permanecer 
atentos al mismo y ser conscientes de los 
mensajes no verbales que circulan. Tanto los 
sentimientos cálidos y cariñosos entre los 
miembros de la pareja, como aquellos de 
disgusto, se transmiten mediante miradas o 
gestos entre ellos y que a continuación pasa-
mos a detallar:

a) Nerviosismo, ansiedad. Cuando el media-
dor percibe unas manos aferrándose a 
la silla o el balanceo de un pie, suele ser 
útil reconocer y reciprocar la tensión co-
mentando que éste es un momento muy 
estresante y que el objetivo es reducir la 
tensión resolviendo las cuestiones que les 
inquietan.

b) Miedo al ataque, ira contenida. Los brazos 
o piernas cruzadas o los puños cerrados 
pueden ser posturas defensivas que indi-
quen vulnerabilidad, miedo al ataque o ira 
reprimida. Quizás eviten mirarse, fijando 
la vista en el suelo, para ayudarles a que 
se sientan más seguros y relajados los me-
diadores pueden pedir al otro unas pala-
bras tranquilizadoras que probablemente 
no se ofrecerían espontáneamente. Si 
alguien evita el contacto visual, fijando 
constantemente su mirada en el suelo o la 
ventana, es una señal de que debemos ac-
tuar para que esa persona pueda sentirse 
más a salvo, más cómoda o más partícipe 
en la situación. Es importante dirigirle una 
pregunta que le atraiga de nuevo y que le 
invite a restablecer el contacto visual.

c) Superioridad. Una postura desagradable,  
puede indicar sentimientos de superio-
ridad. Mantener los ojos cerrados puede 
mostrar aburrimiento o falta de disposi-
ción a participar en la discusión. Pero tam-
bién pueden estar enmascarando ansie-
dad y miedo.

d) Gestos faciales. Un ceño arrugado, mira-
das furiosas, una boca fruncida o temblo-
rosa,  una mano que se cubre la cara, son 
expresiones que han de ser percibidas y a 
los que se deben dar respuesta de alguna 
manera. Sonreír, por otro lado, invita a co-
rresponder la sonrisa. Los mediadores no 
deben de olvidar estos detalles.

e) Silencio. Los silencios son comunes en la 
mediación. Pueden significar reflexión o 
un alto contenido emocional. Es impor-
tante que los mediadores acepten el si-
lencio y que no se apresuren a llamarlo. 
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Si la atmósfera es de reflexión, deben dar 
tiempo a pensar, pero si se siente que la 
atmósfera está muy cargada de emoción 
y resulta amenazadora, tendría que reco-
nocer y reconducir las tensiones para pre-
venir una explosión perjudicial durante o 
después de la mediación.

Seguidamente, Cabana (2003) explica las 
diferentes zonas del cuerpo que desvelan 
mensajes y cómo a través de los gestos pue-
den contradecir las palabras o confirmar su 
sentido:

a) Los ojos. La inamovilidad de los ojos habla 
por nosotros. El ser humano con los pár-
pados inmóviles en un objeto nos está in-
formando de su estado de ánimo, ya que 
puede significar aburrimiento o cansancio 
provocada por la falta de concentración. 
Por el contrario una mirada que se  mue-
ve en todas las direcciones indicará que 
el receptor tendrá una falta de interés 
personal en el intercambio, evitando la 
recepción del mensaje. Unos ojos que se 
elevan repentinamente al techo o hacia el 
suelo durante una conversación, el autor 
mostrara su rechazo categórico o su des-
acuerdo en lugar de utilizar las palabras.

b) Los brazos. Los brazos y las manos  produ-
cen una cantidad infinita de gestos que  
revelan sentimientos, emociones, miedos, 
estrés,… Por lo general, los brazos que se 
ponen por detrás de la espalda reflejan 
cierto nivel de serenidad, de autoconfian-
za o de bienestar, mientras que los que se 
cruzan por delante de pecho o bajo las 
axilas son una especie de gesto de auto-
defensa o de protección del espacio vital, 
por ejemplo:

c) El gesto que confirma desconfianza, in-
certidumbre, rechazo o duda es cruzarse 
de brazos en un momento de la conversa-
ción.

d) También demostrativo de un deseo de 
irse o acabar una conversación molesta 
es cuando el brazo del interlocutor cuelga 

completamente al otro lado del respaldo 
de su asiento.

e) La persona que agitan los brazos en todas 
direcciones durante la conversación se 
siente automáticamente menos frágil y 
vulnerable ante su interlocutor, mostran-
do su receptividad o facilidad para comu-
nicar.

f ) Las manos. Resulta muy difícil contener el 
movimiento de las manos en el mundo de 
la expresión verbal, pues son el vehículo 
de las palabras y los fieles acompañantes 
del habla.  Por ejemplo:

- Un gesto que delata la necesidad de 
empatizar con su interlocutor: la perso-
na sentada agarra un pelo imaginario 
entre el pulgar y el índice. 

- Cuando las manos de una persona, que 
está sentada, están cerradas confor-
mando puños que descansan en sus 
muslos, está indicando que toma dis-
tancia y muestra  cierto inconformismo.

- El hecho de ocultar con una mano dos, 
tres o cuatro dedos de la otra mano 
atestigua falta de seguridad por parte 
del interlocutor.

En la misma línea, Günter (1995) expli-
ca los diferentes significados y mensajes de 
determinados gestos y movimientos corpo-
rales:

d) Cabeza, cuello. Por ejemplo:
- El desplazamiento hacia delante puede 

significar atención, afecto o agresión.
- El desplazamiento hacia atrás puede 

significar espera, escepticismo.
- Giro hacia el interlocutor puede signifi-

car atención, escucha atenta.
- Alejándose del interlocutor puede sig-

nificar falta de atención.

e) Ojos
- Si la dirección de la mirada es recta pue-

de significar actitud de disposición o 
interés.

- Si la dirección es hacia abajo puede sig-
nificar concentración o inseguridad.
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- Si la dirección es hacia arriba puede sig-
nificar una escapatoria o introspección 
en los recuerdos.

- Mirando de arriba hacia abajo puede 
significar arrogancia.

- Mirando de abajo hacia arriba puede 
significar miedo.

- Cuando el contacto con la mirada es lar-
go, puede significar interés o curiosidad 
insistente.

- Cuando el contacto con la mirada es 
corto puede significar timidez, insegu-
ridad.

- Alternando puede significar querer es-
tar en cualquier otro sitio.

A pesar de las limitaciones bibliográficas, 
los  diferentes autores tratados nos han sido 
de gran ayuda  para elaborar el marco teóri-
co-conceptual y posteriormente desarrollar 
la investigación. Ellos han analizado y estu-
diado, tanto las posturas, los gestos, el tono 
de voz, los silencios…, es decir, han tratado 
“La Comunicación no Verbal” como  un ins-
trumento a tener en cuenta en el proceso de 
la comunicación en su conjunto, coincidien-
do los mismos en la importancia que tiene 
un tema tan crucial como es este modo de 
comunicar.

2. MARCO METODOLÓGICO

2.1. HIPÓTESIS

Visto lo aportado por los diferentes auto-
res nos planteamos la siguiente hipótesis de 
trabajo: “VALORAR SI LA COMUNICACIÓN NO 
VERBAL ES UNA HERRAMIENTA DE TRABAJO 
EN LA MEDIACIÓN FAMILIAR” 

2.2. MUESTRA Y DISEÑO 

Para la elaboración de este estudio hemos 
utilizado una muestra incidental de treinta y 
dos mediadores. Por lo tanto, los resultados  
de la investigación sólo nos pueden señalar 
inclinaciones que podrán ser objeto de un 

estudio más profundo y exhaustivo en un 
futuro. Se ha utilizado como variable inde-
pendiente: la edad y el sexo y como varia-
bles dependientes las respuestas a las cuatro 
áreas tratadas que se exponen en el siguiente 
apartado de instrumento.

2.3. INSTRUMENTO

Con el objeto de conseguir información, 
respecto a la opinión que tienen los me-
diadores  familiares sobre la valoración  de 
la  comunicación no verbal como herramien-
ta de trabajo en la mediación familiar, se ha 
confeccionado un “Cuestionario de Valora-
ción del Lenguaje Corporal en la Mediación” 
(CUVALECORME). 

Se trata de un cuestionario “ad hoc”,  por  
el que se intenta medir la opinión de los me-
diadores en las siguientes Áreas: 1) Áreas de 
Emociones (AE), 2) Áreas de Señales (AS), 3) 
Áreas de la Cabeza (AC), 4) Área de la extremi-
dad Superior(ES), (ver anexo), desarrollando 
dicho cuestionario  en varias fases:

A) En la primera fase, para la elaboración del 
cuestionario piloto, se utilizó un cuestio-
nario de modalidad escala, con doce ítems 
distribuido en las cuatro áreas menciona-
das anteriormente. Una vez construido lo 
enviamos a diferentes mediadores para 
que lo valoren y cumplimenten, y consul-
tamos con un grupo de jueces las inciden-
cias de dicho cuestionario.

B) En la segunda fase, teniendo en cuenta 
la opinión de los jueces, se modifica el 
cuestionario piloto en determinados pun-
tos. Una vez efectuadas las correcciones 
oportunas se envían a la muestra piloto 
para que, sólo, lo cumplimenten. Con los 
resultados obtenidos se procede a la reco-
gida de datos y análisis. Una vez finalizado 
lo remitimos nuevamente a los jueces-
expertos.

C) En la tercera fase, una vez constatada la 
opinión de los jueces, enviamos el cues-
tionario (ver anexo), a la muestra diana. 
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2.4. RESULTADOS

Después de utilizar el instrumento, ante-
riormente mencionado, obtenemos los si-
guientes  datos para las diferentes preguntas 
del cuestionario. 

A) Área de Emociones (AE):

Tabla 1. Área de las Emociones. Recoge las respues-
tas de los ítems 1, 2 y 3 del cuestionario.

Frecuencia Porcentaje
Niveles 1,00 2 2,1%

2,00 18 18,8%
3,00 48 50,0%
4,00 22 22,9%
5,00 6     6,3%

Total 96 100,0%

De acuerdo con la tabla anterior, si suma-
mos los niveles tres, cuatro y cinco, obtene-
mos  un porcentaje de opiniones  favorables 
del 79,2%  respecto al área de emociones 
frente  al 20,9% de porcentaje con opinión 
desfavorable.

B) Área de Señaleses (AS):

Tabla 2. Áreas de Señales, recoge las respuestas de 
los ítems 4, 5 y 6 del cuestionario.

Frecuencia Porcentaje
Niveles 1,00 1 1,0%

2,00 32 33,3%
3,00 19 19,8%
4,00 28 29,2%
5,00 16 16,7%

Total 96 100,0%

 
De acuerdo con la tabla anterior si suma-

mos los niveles tres, cuatro y cinco obtene-
mos un porcentaje de opiniones favorables 
del 65,7% para esta área frente a un 34,3% de 
opiniones desfavorables.

C) Área de la Cabeza (AC):

Tabla 3. Área de la Cabeza, recoge las respuestas de 
los ítems 7, 8 y 9 del cuestionario.

Frecuencia Porcentaje
Niveles 2,00 6 6,3%

3,00 35 36,5%
4,00 30 31,3%
5,00 25 26,0%

Total 96 100,0%

Como se puede observar en la tabla an-
terior, si sumamos los niveles tres, cuatro 
y cinco obtenemos un porcentaje de opi-
niones del 93,8% favorable a dicha área. 
 

D) Área de  la Extremidad Superior (ES):

Tabla 4. Área de la Extremidad Superior (ES), recoge 
las respuestas de los ítems 10, 11 y 12 del cuestio-
nario.

Frecuencia Porcentaje
Niveles 1,00 1 1,0%

2,00 21 21,9%
3,00 46 47,9%
4,00 19 19,8%
5,00 9 9,4%

Total 96 100,0%

Como  refleja la tabla anterior si sumamos 
los niveles tres, cuatro y cinco obtenemos un 
porcentaje del 77,1% de opiniones favora-
bles al área de la Extremidad Superior frente 
al 22,9% de opiniones  desfavorables

E) Total niveles de valoración del 
CUVALECORME (cuestionario)

Tabla 5. Recoge las respuestas de los doce ítems 
del cuestionario

Frecuencia Porcentaje
Niveles 1,00 4 1,0%

2,00 77 20,1%
3,00 148 38,5%
4,00 99 25,8%
5,00 56 14,6%

Total 384 100,0%
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Gráfico 1.- Visión del Histogramas del total de las Áreas (AE, AS, AC, ES)

De acuerdo con la tabla anterior, si suma-
mos los niveles tres, cuatro y cinco nos dan 
una tendencia  favorable, es decir un  78,9% 
de opinión consideran a la comunicación no 
verbal como una herramienta de trabajo en 
la Mediación Familiar, frente a un porcentaje 
del 21,1% de opiniones desfavorables. Regis-
trándose 148 frecuencias en el nivel tres, no-
venta y nueve en el nivel cuatro y cincuenta 
y seis en el nivel 5; con un suma de 303 fre-
cuencias sobre 384 respuestas sobre el total 
de niveles.

Como se puede observar; el gráfico ante-
rior refleja una curva leptocúrtica donde los 
mayores niveles se centran en el punto tres 
que corresponde a la tendencia a opinar “de 
acuerdo”, por lo que se deduce una tendencia 
favorable a considerar a la comunicación no 
verbal como una herramienta en la Media-
ción Familiar, con una media de 3,33.

3. CONCLUSIONES Y DISCUSIONES

Tras el estudio realizado y a pesar de las 
limitaciones teóricas y metodológicas para la 
elaboración de este trabajo de investigación, 
extraemos las siguientes conclusiones:

A) Áreas de las Emociones. Según los re-
sultados de los cuestionarios y la línea segui-
da tanto  por Parkinson (2005) como otros 
autores entre ellos Girbau (2002), Mucchielli 
(1998), Watzlawick (1974), Polaino y Matinez 
(1990); los silencios en la mediación es una 
señal que, consideramos, es aconsejable res-
petar  por el contenido que ello puede con-
llevar y no precipitarnos y por consiguiente  
asfixiar la buena marcha de la misma. Al igual 
que en función del contexto en que se desa-
rrolla la mediación, sería interesante observar 
los gestos para prevenir, dentro de nuestras 
posibilidades como mediadores,  reacciones  
adversas y emociones negativas e intentar 
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que esa persona se sienta más tranquilo/a o 
más cómodo/a. 

B) Área de las Señales. Teniendo en cuen-
ta de un lado, los porcentajes que arrojan los 
cuestionarios y de otra, la línea a seguir por 
autores como Mehrabian (1972) y De Diego 
y Guillen (2006) consideramos que, sin res-
tar importancia a las palabras y observando 
atentamente el tono de voz y los gestos, po-
demos extraer, teniendo en cuenta el con-
texto en que se desarrolla la mediación, in-
formación que nos permita una conducción 
adecuada de la misma.

C) Área de la Cabeza. Compartimos la 
tendencia favorable tanto del resultado de 
los cuestionarios como la opinión vertida 
por Günter (1995) y la de otros autores como 
Herves (1998). Consideramos que  los gestos 
que proceden de la cabeza, por su ubicación, 
es una fuente interesante de información que 
no deberíamos dejar que pase desapercibida  
y que sería aconsejable la observación, te-
niendo en cuenta, en todo momento, el con-
texto en que se desarrolla la mediación.

D) Área de la Extremidad Superior. De 
acuerdo con los resultados favorables de los 
cuestionarios y la línea  seguida por Cabana 
(2003) y otros autores como Polaino y Martí-
nez(1990), opinamos que los gestos que pro-
ceden de esta área nos aportan información 
que nos  pueden indicar, entre otros, inseguri-
dad, miedos, desconfianza, siempre teniendo 
en cuenta el contexto en que se desarrolla la 
mediación. Los mediadores debemos poner 
atención a esos mensajes no verbales que se 
transmiten a través de los gestos y que nos 
puede indicar como orientar la mediación 
para una evolución favorable.

La reflexión que nos planteamos con los 
resultados obtenidos y por las opiniones ver-
tidas por los diferentes autores tratados en el 
marco teórico conceptual son las siguientes:

La primera reflexión que se plantea es que 
la hipótesis propuesta se puede cumplir. Por 
lo tanto consideramos que puede existir una 
valoración positiva de la comunicación no 

verbal como herramienta de trabajo en la 
mediación familiar.

En segundo lugar, destacar que al trabajar 
con una muestra incidental de mediadores, 
los resultados sólo nos pueden aportar incli-
naciones, pero que puede ser objeto de una 
futura investigación más exhaustiva en un 
futuro.

Por último, sería interesante en un futuro 
estandarizar el cuestionario CUVALECORME 
y buscar una muestra representativa de la 
población de mediadores, al igual que sería 
conveniente incorporar en el marco teórico-
conceptual fuentes documentales que se 
puedan encontrar en las bases de datos bi-
bliográficos internacionales.
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ANEXO

CUESTIONARIO DE VALORACIÓN DEL LENGUAJE CORPORAL EN LA MEDIACIÓN
(CUVALECORME)

Edad: ……… Sexo: ……… Fecha de cumplimentación: ………………. 

Nos gustaría pedirle su colaboración, como mediador/a, solicitándole que responda con 
una (X) a las siguientes cuestiones.

1. ÁREA DE EMOCIONES: (AE): 

- Los silencios en la mediación lo consideras como consecuencia del contenido emocional:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

     <20,5%   20,5 – 40,5%   40,5 – 60,5%    60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
         1            2            3           4           5

- Una postura desagradable la consideras como un indicativo de sentimientos de superio-
ridad:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

 
- Los brazos cruzados o puños cerrados, frecuentemente, a lo largo de las sesiones lo consi-

deras como consecuencia de la ira contenida:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

2. ÁREAS DE SEÑALES (AS):

Las señales que proceden del lenguaje no verbal lo consideras superior a las captadas por 
el lenguaje verbal:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5



28

Las señales que proceden del tono de voz las consideras superior a las señales que proce-
den del lenguaje de los gestos:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

-     Los mensajes que proceden de lo que se dice lo consideras superior a 
las señales obtenidas por el tono de voz:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

3. ÁREA DE LA CABEZA (AC):

- El desplazamiento hacia delante de la cabeza con la dirección de la mirada recta; lo consi-
deras como actitud de interés y disposición:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

- Cuando el contacto con la mirada es corto y con la dirección hacia abajo; lo consideras 
como un indicativo de timidez e inseguridad:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

- Cuando la dirección de la mirada, con frecuencia, es hacia arriba; lo consideras como una 
escapatoria: 

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5



29

4. ÁREA DE  LA EXTREMIDAD SUPERIOR (ES):

- Cuando oculta con una mano uno o varios dedos de la otra mano; lo consideras como un 
indicativo de inseguridad:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

- Si durante la sesión aprecias que con frecuencia el mediado se cruza de brazos; lo consi-
deras como señal de desconfianza:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

- Si durante la sesión aprecias que con frecuencia el mediado al hablar agita los brazos en 
todas las direcciones; lo consideras como un indicativo de facilidad para comunicar:

Totalmente en 
desacuerdo

En desacuerdo De acuerdo Bastante de acuerdo Muy de acuerdo

      <20,5%    20,5 – 40,5%  40,5 – 60,5%   60,5 – 80,5%  80,5 – 100%
          1             2            3            4           5

MUCHAS GRACIAS POR VUESTRA APORTACIÓN
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Resumen: 
El trabajo que presentamos describe la actuación de los profesores de infantil y primaria con 
los padres y madres cuando detectan cambios de conducta en sus alumnos a raíz del divorcio 
y analizar si dicha actuación puede ser considerada como mediación familiar. Se trata de un 
estudio de tipo descriptivo transcultural que se interesa en las diferencias de actuación entre los 
profesores que viven en la isla de Gran Canaria  donde la mediación familiar ha tenido mayor 
impulso y los que viven en México donde la mediación familiar comienza a desarrollarse. 
Los resultados del estudio indican que la actuación de los profesores/as es fundamental ya que 
suelen detectar antes que los padres y madres los cambios de conducta que representan riesgo 
para los menores y son quienes generalmente toman la iniciativa de comunicarse con la fa-
milia. El/la profesor/a para optimizar su actuación mediadora, ha de entrevistarse con ambos 
padres en común o por separado cuidando siempre la figura del padre ausente en la entrevista; 
Explorar la situación familiar sin que los padres se sientan juzgados, ni sientan que se toma 
partido por uno de ellos; Utilizar técnicas para facilitar la comunicación de manera que sean 
los padres los protagonistas en la construcción de los acuerdos que favorezcan a sus hijos/as.  
La actuación de los profesores como mediadores informales puede ser quizá la única ayuda 
profesional accesible para muchos padres/madres no sólo en caso de divorcio. 

Palabras clave: mediación familiar, familia y escuela, divorcio y escuela, profesores mediado-
res, coparentalidad.

INTRODUCCIÓN

La transición del divorcio  afecta el desa-
rrollo de los niños/as, pero no siempre supo-
ne problemas graves e irreparables, Woolfolk 
(2006) afirma que con el tiempo un 75 a 80 
por ciento de los niños pequeños de familias 
divorciadas se adaptan y se ajustan razona-
blemente bien a la nueva situación familiar. 
En el mismo sentido, González, Triana y Si-
món (1998) señalan que las consecuencias 
negativas de la separación se viven con ma-

yor intensidad durante el año siguiente a la 
separación; a partir de ese momento, en la 
mayoría de los casos, la situación personal va 
mejorando tanto para los padres como para 
los hijos y generalmente recuperan sus ante-
riores niveles de adaptación y equilibrio. 

Los efectos negativos del divorcio se pro-
vocan principalmente cuando los padres 
están tan afectados emocionalmente que 
les es difícil atender las necesidades de sus 
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hijos y los involucran en sus conflictos. (Ber-
nal, 1998).  Cuando esto sucede es frecuente 
que los indicadores de desajuste en el menor 
sean detectados en la escuela, Castells (2004), 
afirma que dos terceras partes del alumnado 
cuyos padres se divorcian, muestran cambios 
en el ámbito escolar, más de la mitad mues-
tra alto nivel de ansiedad y uno de cada cinco 
muestra tristeza y deterioro en la relación con 
los compañeros. También pueden vivir con 
mayor fuerza las fantasías de reconciliación o 
de abandono, algunos niños sienten mucha 
angustia cuando se separan del padre con el 
que más conviven, por ello, pueden desear 
quedarse cerca y no asistir al colegio o utilizar 
quejas de dolores e incluso vomitar para que-
darse en casa. (Estudio del Instituto Nacional 
de Demografía, Archembault. 2002). Clerget 
(2006) afirma que algunos niños pueden re-
producir en la escuela los conflictos intrafa-
miliares y ser catalogados como niños agresi-
vos o verse marginados por los compañeros 
e incluso convertirse en el chivos expiatorios.  
También constata que otros niños manifies-
tan conductas que reflejan desinterés, pier-
den su dinamismo y motivación para traba-
jar, dejan de participar en clase, no levantan 
la mano, no aprenden lecciones, no hacen 
deberes o los hacen en pocos minutos, dejan 
en casa el material o juegan cada vez menos 
con sus amigos. Suelen concentrar todos sus 
pensamientos en la situación familiar y en los 
posibles medios para mejorarla. Esto provoca 
dificultades de concentración que pueden ir 
acompañadas de atención dispersa, imagina-
ción más pobre y razonamiento ralentizado. 
En otras ocasiones, puede ser que el niño se 
refugie en el trabajo escolar.

Las habilidades del profesor para detec-
tar conductas relacionadas con posibles di-
ficultades de adaptación al divorcio y para 
comunicarse con los padres adecuadamente 
resulta fundamental puesto que el desarrollo 
infantil se ve favorecido cuando se estable-
cen múltiples, positivas y variadas interrela-
ciones entre los distintos microsistemas del 
niño/a (Musitu, 2004). La cooperación entre 
microsistemas familiar-escolar y el fortaleci-

miento del equipo parental son las estrate-
gias que realmente ayudan a los menores a 
superar una situación de divorcio.

La comunicación entre padres/madres y 
profesores en la etapa del divorcio, no siem-
pre es fácil,  muchos padres no informan a los 
profesores del divorcio o se alejan de la es-
cuela. El contacto con padres de familias re-
constituidas es menor que con los de familias 
intactas y el grupo con el que menos contac-
to suelen tener es con el de padres o madres 
separados sin pareja, quienes manifiestan 
más dificultad para asistir a reuniones. Otros 
padres y madres por el contrario, cuando la 
familia tiene problemas, tienden a utilizar la 
escuela como lugar para compartir la crisis y 
depositan en los profesores/as una conside-
rable responsabilidad que puede exceder su 
capacidad para responder a los angustiados 
padres. (Dowling y Gill Dorell, 2008).

Los profesores suelen también tener du-
das del rol que deben ejercer ante las familias 
en situación de divorcio y no todos los pro-
fesores se sienten preparados para enfrentar 
la intensidad emocional que se genera en 
los encuentros con los padres que están vi-
viendo un divorcio y otros consideran que no 
es su cometido actuar en estas situaciones 
(Dowling y Gill Dorell, 2008). Además, algu-
nos suelen tener temor frente a los padres o 
tienen una imagen negativa del su rol educa-
tivo (Kñallinsky, 1999).  

La  información que  nos aportan los es-
tudios realizados en cuanto a la relación de 
los profesores con los padres cuando se han 
detectado en la escuela cambios de conduc-
ta en los niños a raíz del divorcio, se centra 
en las dificultades y obstáculos para la comu-
nicación, carecemos de  información sobre 
propuestas para vencer dichas dificultades y 
para entablar una comunicación que ayude 
a los niños a adaptarse al divorcio. Dar con-
sejos, asesorar y decirles a los padres cómo 
deben organizar su vida familiar, sería un 
error de parte del profesor/a, porque si bien, 
es especialista en los procesos de enseñanza-
aprendizaje, generalmente no lo es en rela-
ción al ejercicio de  las funciones parentales, 
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por ello consideramos que una actuación 
mediadora es más respetuosa del rol paren-
tal y puede lograr mejores resultados para la 
adaptación de los menores a la nueva situa-
ción familiar generada por el divorcio. Pero 
¿Es posible y adecuado, que el profesor actúe 
como mediador familiar?  

La figura del mediador familiar se carac-
teriza por mantenerse neutral e imparcial 
frente a las partes, busca fortalecer el prota-
gonismo de éstas en la toma de decisiones 
y considera que los padres son capaces de 
elaborar el plan parental, aún en medio de la 
turbulencia emocional que supone el divor-
cio (Parkinson, 2005). El proceso mediador 
transforma progresivamente los relatos ini-
ciales de las partes que a veces son muy di-
vergentes y cerrados, introduciendo algunos 
elementos nuevos para crear relatos míni-
mamente comunes que les permitan comu-
nicarse de otra manera y elaborar acuerdos 
oportunos para el bien de los hijos/as. Es un 
proceso confidencial, voluntario y orientado 
al futuro. (De Diego y Guillén, 2008). La con-
fidencialidad implica que la información que 
se expone durante el proceso no puede ser 
utilizada en otros contextos, ni se puede pe-
dir al mediador sea testigo en un juicio sobre 
lo conocido en este espacio. Es voluntario 
porque las partes pueden abandonarla en el 
momento que lo deseen, al igual que el me-
diador, si considera que es lo mejor según la 
ética profesional. Por último, al estar orienta-
da al futuro prevé los aspectos que organiza-
rán una posterior convivencia familiar. 

Para el logro de los acuerdos, los servicios 
de mediación suelen estructurar el proceso 
en fases según el modelo de mediación fa-
miliar que subyace en sus planteamientos, 
los profesionales explican a las partes  las ca-
racterísticas del proceso, se firman documen-
tos que autorizan el inicio de la mediación 
y ratifican los acuerdos al final de la misma, 
este proceso estructurado se conoce como 
mediación formal. La actividad mediadora se 
puede ejercer también de manera informal 
cuando se persiguen sus objetivos, se respe-

tan sus principios y se utilizan sus técnicas 
para la gestión de conflictos en espacios no 
estructurados distintos a los de los servicios 
de mediación. (Vinyamata, 2004). En este 
caso se utiliza poco el término mediación 
y simplemente se cumplen las funciones 
(Slaikeu y Zadunaisky, 1996), se siguen 
las fases del proceso aunque no es necesario 
que se den todas y generalmente se ejerce 
para evitar conflictos mayores y para tomar 
decisiones en distintos temas puntuales (To-
rrego 2006). 

No todos los padres asisten a un servicio 
de mediación porque consideran que no lo 
necesitan o porque les es imposible acceder 
a él, en estos casos si un profesor/a actúa 
siguiendo los principios de la mediación y 
utilizando sus técnicas, puede ayudar a me-
jorar la comunicación entre los padres y a 
fortalecer el equipo parental, además puede 
elaborar con los padres acuerdos en temas 
puntuales que ayuden al desarrollo humano 
de los/as hijos/as y favorezcan el proceso de 
aprendizaje. 

Partiendo de las consideraciones expues-
tas decidimos centrar nuestra investigación 
en la interacción entre padres y profesores de 
infantil y primaria, etapa escolar en la que un 
divorcio es un acontecimiento muy impor-
tante y  la relación entre el profesor y los ni-
ños/as es mucho más estrecha y significativa.

METODO

Nuestra muestra está integrada por 151 
profesores de infantil y primaria de centros 
educativos urbanos públicos, concertados y 
privados, 75 son profesores de la Isla de Gran 
Canaria y  76  son profesores de México. La 
aplicación de los cuestionarios se hizo en los 
meses de mayo y junio de 2009.

Para recoger la información de elaboró 
un cuestionario estructurado en tres partes 
(Anexo 1):
I. La primera hace referencia a los datos de 

identificación. (6 ítems)
II. La segunda recoge los cambios de con-

ducta que los profesores observan más 
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frecuentemente en los alumnos a raíz 
del divorcio de sus padres. A partir de los 
efectos del divorcio presentados por Par-
kinson (2005), González Ruiz (2001).

a) Relacionados con el estado afectivo-
emocional de los niños/as. (ítem 1 parte II) 

b) Relacionados con el proceso enseñanza 
aprendizaje. (ítem 2 parte II)

III. La tercera parte contiene una serie de ítems 
relativos a  su actuación con los padres. 

a) Acciones  para organizar el encuentro. 
(ítems 3-7 parte III)

b) Acciones para explorar la situación fami-
liar. (ítems 2, 8-16 y 20 parte III)

c) Acciones para crear alternativas para el 
cambio. (ítems 17-19 y 21 parte III)

RESULTADOS 

Los resultados obtenidos no se pueden 
extrapolar a la población debido a la limita-
ción de la muestra pero nos ofrecen un pano-
rama descriptivo.

I. Datos de identificación: 

Los profesores que participaron en el es-
tudio son 91.4% mujeres y sólo un 8.6% va-
rones, indicador de la actual feminización de 
la profesión docente y razón por la que en 
adelante utilizaremos el femenino para ha-
blar de la muestra. El promedio de edad co-
rresponde al rango ubicado entre los 37 y 41 
años (Tabla 1).  

Tabla 1:  Rangos de edad de los profesores

Edad Porcentaje
22 a 26 13.25
27 a 31 20.53
32 a 36 11.26
37 a 41 15.23
42 a 46 17.22
47 a 51 10.60
52 a 56 9.93
57 a 61 1.32

62 o mas 0.66

Como se puede ver en la tabla 2 aunque 
el mayor porcentaje de profesoras, el  26.5%, 
tiene menos de 5 años ejerciendo su profe-
sión, el promedio de años de ejercicio se sitúa 
entre 11 y 15 años. En México el cuestionario 
fue contestado por profesoras con un prome-
dio menor de años de experiencia docente.

Mientras en Gran Canaria 73.3% de las  
profesoras dicen conocer los servicios de 
mediación familiar, en Ciudad de México son 
sólo 46.1%.     

Excepto una profesora todas manifesta-
ron tener alumnos cuyos padres/madres se 
han divorciado. 

II. Cambios de conducta que 
los profesores observan más 
frecuentemente

En la Tabla 3 se presentan los ocho cam-
bios de conducta relacionados con el estado 
afectivo-emocional que las profesoras detec-
tan más frecuentemente en los niños/as a raíz 
del divorcio y en la tabla 4 los ocho cambios 
de conducta relacionados con el proceso de 
enseñanza aprendizaje.

Encontramos algunas diferencias trans-
culturales que llaman la atención, el 59.60 % 
de las profesoras de México detectan “pre-
sencia de conductas rebeldes” frente a sólo el 
40.40% de las profesoras de Gran Canaria. En 
el mismo sentido 58.21% de las profesoras de 
México detecta que al niño/a “le cuesta obe-
decer instrucciones”  en contraste con sólo 
un 41.79% de profesoras de Gran Canaria. En-
contramos dos conductas que en Gran Cana-
ria fueron señaladas con más frecuencia qué 
en México: “Se muestra irritable y enfadado” y 
“tiene menor interés en las tareas escolares”.
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Tabla 2: Años de docente

Lugar  1a 5 6 a 10 11 a 15 16 a 20 21 a 25 26 a 30 31 a 35 36 o más
GC 18 12 10 14 10 4 5 2

 % 24.0% 16.0% 13.3% 18.7% 13.3% 5.3% 6.7% 2.7%
Mex 22 22 18 7 6 1 0 0

  % 28.9% 28.9% 23.7% 9.2% 7.9% 1.3% .0% .0%

Total 40 34 28 21 16 5 5 2

Tabla 3: Conductas relacionadas con el estado afectivo-emocional

GC Mex Total

Se muestra triste
51 52 103

% 49.51 50.49 100

Presencia de conductas rebeldes
40 59 99

% 40.40 59.60 100

Reacciona impulsivamente
36 46 82

% 43.90 56.10 100

Se muestra irritable y enfadado
57 15 72

% 79.17 20.83 100

Le cuesta separarse de su padre/madre
28 29 57

% 49.12 50.88 100

Llora con facilidad
24 32 56

% 42.86 57.14 100

Tiene bajo nivel de energía
25 27 52

% 48.08 51.92 100

Se apega mucho a los adultos del centro
22 25 47

% 46.81 53.19 100

Tabla 4: Conductas relacionadas con el proceso enseñanza aprendizaje

GC Mex Total

Problemas de atención
62 59 121

% 51.24 48.76 100

Bajo rendimiento académico
49 54 103

% 47.57 52.43 100

Menor interés en tareas escolares
58 42 100

% 58 42 100

Se muestra agresivo con los compañeros
33 38 71

% 46.48 53.52 100

Le cuesta obedecer instrucciones
28 39 67

% 41.79 58.21 100
Olvida el material o alguna prenda del unifor-

me
32 28 60

% 53.33 46.67 100

Bajo nivel de participación en clase
31 25 56

% 55.36 44.64 100

Falta a clase
14 24 38

% 36.84 63.16 100
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III. Actuación con los padres

a) Organización del encuentro

El 94% de las profesoras manifiestan que han hablado con los padres/madres “siempre o casi 
siempre”, cuando observaron cambios de conducta en sus alumnos a raíz del divorcio. El 93% 
de las profesoras manifestó que la iniciativa de la entrevista fue suya “siempre o casi siempre” 
(Gráfico 1.) 

Se dieron pocas entrevistas sólo con el padre, la mayoría se realizaron sólo con la madre 
(Gráfico 2).
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b) Acciones para explorar la situación familiar

Se observan altos porcentajes en la detección del clima emocional y la situación familiar 
por parte de las profesoras. Un 86% de las profesoras dicen que detectan falta de comunica-
ción entre los padres “siempre o casi siempre” y 74.8 % dice haber detectado “siempre o casi 
siempre” conductas sobreprotectoras hacia los hijos/as (tabla 5). Observamos también en la 
misma tabla que un 69.5% de profesoras detectó enfado de un progenitor frente a otro “siem-
pre o casi siempre” y un 56% manifiesta que ha detectado “siempre o casi siempre”, que alguno 
de los padres podría estar viviendo una depresión. 

Tabla 5: Acciones para explorar la situación familiar

Porcentaje de frecuencia

Nunca Casi nunca Casi siempre Siempre

¿Les preguntó sobre las normas y criterios educativos 
que establecieron después del divorcio? 16.56 10.60 37.09 33.77

¿Les hizo preguntas sobre su estado emocional (del 
padre/madre)? 21.85 24.50 31.79 20.53

¿Les preguntó sobre la  situación legal de los hijos/as? 15.89 17.22 28.48 36.42

Les preguntó si los hijos/as habían sido informados del 
divorcio de los padres? 15.89 15.89 29.14 38.41

¿Detectó enfado de un progenitor  contra  otro? 8.61 21.19 54.97 14.57

¿Detectó falta de comunicación entre los padres? 2.65 10.60 71.52 14.57

¿Detectó que alguno de los padres podría estar vivien-
do una depresión? 15.89 25.83 47.68 8.61

¿Detectó conductas  sobreprotectoras hacia  los hijos/
as? 6.62 17.22 60.26 14.57

¿Detectó falta de cuidado de los hijos/as? 14.57 45.70 32.45 4.64

¿Los padres lo responsabilizaron de la situación de los 
hijos/as a usted o al colegio? 52.98 35.10 10.60

¿Aceptaron que el cambio de conducta de su hijo era 
causado por el divorcio? 3.31 14.57 62.91 18.54
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Al alto clima emocional detectado, no implica una actitud negativa en relación a la profe-
sora o al colegio, ya que un 81.46% de las profesoras consideran que “siempre o casi siempre” 
los padres aceptan su responsabilidad, en relación a lo que le sucede a su hijo, dato que se 
confirma con el bajo porcentaje de de profesoras: (0% siempre 10.5% casi siempre), que afirma 
que los padres responsabilizaron al profesor o al colegio por lo que le sucedía a su hijo como 
se muestra en la Tabla 5. 

Llama la atención que 24.32% de las profesoras de México, “nunca” preguntaron sobre los 
criterios educativos establecidos después del divorcio y un 51.3% “nunca o casi nunca” pre-
guntó por la situación legal de los hijos. En contraste sólo 16. 2% de las profesoras de Gran 
Canaria “nunca o casi nunca” preguntaron sobre la situación legal. En el caso de Gran Canaria 
sólo 17.8% dicen que “siempre o casi siempre” detectaron falta de cuidado mientras que en 
México 58.1% dice haberlo detectado “siempre o casi siempre”. 

c) Acciones con el fin de crear alternativas para el cambio

Los porcentajes más altos corresponden a acciones relacionadas con un rol de asesor o 
experto más que un rol mediador. Como podemos observar en la tabla 6, la mayoría de las 
profesoras, un 31.8% manifestaron que “casi siempre” dieron apoyo y consejo a las madres/
padres para superar el divorcio. 45% lo hizo “siempre o casi siempre”. Un 86% manifestó que 
“siempre o casi siempre” asesoraron a los padres para ayudar a su hijo/a. Por el contrario, un 
43% dijo que “casi siempre” las madres/padres tomaron acuerdos para el bien de los hijos en 
la entrevista y sólo un 16.56% dijo que esto sucedió “siempre”, además resulta significativo 
que un 39% manifiesta que “nunca o casi nunca”,  se tomaron acuerdos para ayudar a los hijos. 

Tabla 6: Acciones con el fin de  crear alternativas para el cambio

Porcentaje de frecuencia

Nunca Casi nunca Casi siempre Siempre

¿Les dio apoyo y consejo para superar divor-
cio?

23.84 28.48 31.79 13.25

¿Les asesoró sobre la manera de ayudar a los 
hijos?

2.65 9.93 45.70 40.40

Los padres tomaron acuerdos para ayudar a 
su hijo/a en esta etapa?

9.93 29.14 43.05 16.56

¿Recomendó a los padres asistir a mediación 
familiar?

51.66 20.53 14.57 12.58
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A pesar de que un 59.6% de las profesoras 
conoce el proceso de Mediación Familiar, un 
51.66% dijo “nunca” haberla recomendado y 
20.53% lo hizo “casi nunca”, mientras que sólo 
el 27.15% dijo haberla recomendado “siem-
pre o casi siempre”. 

DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES

Los cambios de conducta en los niños/
as a raíz del divorcio, algunas veces pasan 
inadvertidos a los padres/madres y son re-
conocidos por los profesores. Si la detección 
temprana puede ayudar a reducir el riesgo 
de problemas de adaptación al divorcio, el 
profesor/a puede ser un factor fundamental, 
para que los efectos negativos del divorcio se 
superen oportunamente. 

Las profesoras detectan fácilmente con-
ductas relacionadas con un alto nivel de 
irritabilidad, rebeldía, tristeza y agresión que 
son coherentes con los efectos del divorcio 
que Castells (2004) reconoce como alto nivel 
de ansiedad, tristeza y deterioro en las rela-
ciones con los compañeros y con la agresión 
relacionada con el divorcio reconocida por 
Clerget (2006). Otras conductas detectadas 
están relacionadas con el apego y la ansie-
dad por separación: “le cuesta separarse de 
su padre/madre” y “se apega mucho a los 
adultos del centro”. Estas conductas han sido 
observadas  en el Estudio del Instituto Na-
cional de Demografía, Archembault. (2002) 
y han sido denominadas por Bernal (1998), 
como “aumento de la dependencia”. En re-
lación con el rendimiento escolar, las profe-
soras manifiestan que los niños/as después 
del divorcio suelen presentar “problemas de 
atención”, “bajo rendimiento”, “menor interés 
en las tareas escolares”,  “les cuesta obedecer 
instrucciones”, “olvidan el material”, o “tienen 
bajo nivel de energía y participación”.  Estas 
conductas son semejantes a las consideradas 
por Clerget (2006) como un menor  interés 
en tareas escolares, pérdida de dinamismo, 
baja participación, problemas de atención y 
bajo rendimiento. Parkinson (2005), Gonzá-

lez Ruiz (2001), Bernal (1998) reconocen en-
tre las conductas  frecuentes en los niños/as 
después del divorcio, la manifestación de la 
culpa y el miedo. Estas no fueron señaladas 
por las profesoras en nuestro estudio entre 
las que observan con mayor frecuencia.

La mayoría de las entrevistas para tratar 
los cambios de conducta de los niños en el 
colegio, se realizaron sólo con la madre, esta 
práctica común debe ser analizada, ya que 
como afirma Clerget (2006), desgraciada-
mente las dificultades escolares que presenta 
el niño, suelen atribuírsele sistemáticamente 
al padre ausente en la entrevista, esto es peli-
groso porque puede alejar más al progenitor 
no custodio o que pasa menos tiempo con su 
hijo/a,  e impide la escucha de ambas histo-
rias para construir un relato común. 

En el momento de crear alternativas, las 
profesoras suelen asumir un rol de asesoras-
expertas que consideramos no es el más ade-
cuado para esta situación. Esta constatación 
puede deberse a que suele darse sólo una en-
trevista entre la profesora y la madre, la dura-
ción del encuentro es  corta y esto reduce las 
posibilidades de llegar a la creación de alter-
nativas por medio del diálogo. Resulta más 
fácil y rápido dar soluciones. A partir de este 
estudio los equipos docentes pueden revi-
sar su actuación para establecer los criterios 
que consideren adecuados para optimizar su 
actuación mediadora, tomando en cuenta a 
ambos padres, cuidando siempre la figura del 
padre ausente en la entrevista; aprendiendo 
técnicas que permitan explorar la situación 
familiar y la construcción de los acuerdos que 
favorezcan el desarrollo de sus hijos/as.

Las diferencias entre México y Gran Ca-
naria invitan a conocer el imaginario cultural 
que existe del divorcio en ambos lugares, 
¿Por qué reconocen más unas conductas que 
otras? ¿Por qué las profesoras de México dan 
tan poca importancia a preguntar sobre la 
situación legal de los hijos o los criterios edu-
cativos establecidos después del divorcio? 
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Resumen: 
La delincuencia de menores constituye un fenómeno social que sensibiliza y moviliza a la opi-
nión pública y, especialmente, a los medios de comunicación. La prensa, en este sentido, ad-
quiere la responsabilidad de exponer este discurso informativo en sus dimensiones reales y 
debe hacer todo lo posible, para que los derechos y deberes de los menores infractores sean 
conocidos y discutidos por el público receptor, y formando de este modo, un auténtico debate 
público en la agenda política insular. Los acontecimientos o sucesos violentos protagonizados 
por menores, o en los que estos resultan víctimas, impactan porque generan conmoción social 
y garantizan la atención mediática. La selección informativa efectuada por los rotativos de ti-
rada provincial ha coadyuvado a construir en la sociedad canaria una percepción deformada 
sobre el sistema de gestión de la justicia penal juvenil, influyendo sobremanera en actitudes y 
comportamientos tales como el surgimiento generalizado de las oposiciones vecinales contra 
la instalación, construcción o reforma de los centros de ejecución de medidas judiciales.

Palabras clave: justicia juvenil, medios de comunicación, tratamiento informativo, medidas 
judiciales, prensa. 

1. INTRODUCCIÓN 

A menudo, aparecen en la prensa infor-
maciones sobre actos violentos cometidos 
por menores y jóvenes, y resultan habituales 
los titulares sobre el aumento de la violencia 
juvenil y sobre el hecho de que la violencia 
manifestada por estos menores tiene un ca-
rácter mucho más grave que en otras épocas. 
Si nos atenemos a esta cobertura informativa 
podría parecer, mencionando a Rechea y Fer-
nández (2000), que “una epidemia de violen-
cia juvenil se nos echara encima”.1

Las instituciones europeas subrayan la 
configuración de la delincuencia juvenil 

como uno de los fenómenos sociales que 
más preocupa, y “uno de los problemas cri-
minológicos a los que internacionalmente 
se ha prestado una continua observación”, si 
bien convienen en señalar que la percepción 
social sobre los menores infractores es “espe-
cialmente adversa”.2

Siguiendo a Serrano Tárraga (2009), pode-
mos afirmar que la política criminal seguida 
en la justicia penal juvenil, ha estado direc-
tamente influida por la alarma social creada 
ante la comisión de delitos concretos, sin 
duda graves, pero que no reflejan la realidad 
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de la delincuencia juvenil. En esta política 
criminal también han tenido una influencia 
considerable los medios de comunicación 
social, al magnificar los delitos más graves co-
metidos por los jóvenes y las movilizaciones 
de las asociaciones de víctimas.3 Los medios 
de comunicación social se hicieron eco de las 
polémicas populares suscitadas a raíz algu-
nos delitos especialmente graves cometidos 
por menores de edad, que causaron gran 
conmoción y alarma social4 (Rodrigo Alsina, 
1999), demandando de la clase política el en-
durecimiento de las sanciones5(Soto Navarro, 
2005).

El tratamiento informativo de la delin-
cuencia de menores se centra de forma 
generalizada en buscar los defectos de fun-
cionamiento de los procesos legales y admi-
nistrativos que establece la justicia del menor, 
como mecanismo de crítica para fomentar el 
desgaste social respecto a la aceptación de 
la Ley del Menor. Los efectos de esta cober-
tura informativa se traducen en la creación 
de un estado de “alarma social” ante la opi-
nión pública, cuyas consecuencias “resultan 
claramente negativas de cara al tratamiento 
de futuros delincuentes juveniles” (Vázquez, 
2003).

2. DESARROLLO DEL TRATAMIENTO 
INFORMATIVO

Las investigaciones centradas en el trata-
miento informativo del delito (Barata, 2001), 
constituyen un campo de conocimiento ape-
nas explorado, y a mayor abundamiento, la 
mirada periodística sobre la actividad delicti-
va de la menor edad, resulta más escasa. Las 
investigaciones experimentales sobre esta 
temática son muy escasas, centrándose los 
estudios y análisis en el desarrollo legal y ju-
rídico del proceso penal de menores y de los 
sistemas de justicia penal juvenil operados 
en las distintas Comunidades Autónomas.

En este sentido, las conclusiones que figu-
ran en la presente reflexión, corresponden al 
análisis de los mensajes informativos que la 
prensa publicada en la Comunidad Canaria 

ha efectuado sobre los temas relativos a la 
delincuencia de menores, la justicia penal ju-
venil y la ejecución de las medidas judiciales, 
además de observar la formación de una opi-
nión pública adversa alojada en la población 
canaria acerca de los menores y jóvenes que 
cometen actividades delictivas, centrando 
cronológicamente su estudio en el período 
temporal comprendido entre los años 2001-
2005, coincidiendo en el contexto temporal 
con la entrada en vigor de la LORPM en enero 
del año 2001, y la promulgación de su Regla-
mento en el año 2005. 

Los materiales utilizados en este análisis 
de contenido son los relatos informativos 
publicados durante estos años en la prensa 
canaria, analizados pormenorizadamente a 
través de recogida mediante fichas hemero-
gráficas elaboradas ad-hoc sobre el conteni-
do textual y el material gráfico de los men-
sajes aparecidos en los diarios de circulación 
regional de la provincia de Santa Cruz de 
Tenerife (EL DIA, DIARIO DE AVISOS, LA OPI-
NIÓN DE TENERIFE) y de la provincia de Las 
Palmas (CANARIAS 7 y LA PROVINCIA/DIARIO 
DE LAS PALMAS).

Una vez recopilados y examinados los 
mensajes informativos publicados en dichos 
rotativos, tanto en su contenido textual como 
del material gráfico, el resultado ha arrojado 
una muestra total de 2.154 mensajes infor-
mativos, además de 1.680 recursos gráficos, 
número más que suficiente para asegurar la 
producción significativa de esta investiga-
ción.

El tratamiento informativo revelado en el 
análisis efectuado en la presente investiga-
ción, describe a la prensa canaria como un 
agente social formador de opinión pública, 
capacitado para instalar en la agenda mediá-
tica temas relativos a la delincuencia de me-
nores con enfoques poco favorecedores del 
desarrollo en el ejercicio de los derechos de 
la infancia. La mirada periodística “estigmati-
za” a los infractores juveniles desde un trata-
miento noticioso superficial y fragmentado, 
ya que apenas provoca la reflexión sobre la 
realidad de la justicia juvenil.
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La tematización de la agenda mediática 
sobre infracción juvenil ignora sus causas y 
las alternativas al internamiento. La tenden-
cia básica en el uso de las fuentes de la infor-
mación sobre la delincuencia de menores se 
orienta hacia el predominio de las fuentes 
institucionales, y en el limitado espacio a las 
opiniones de los protagonistas de la realidad 
social de la justicia juvenil: los menores. Las 
decisiones narrativas expuestas en la prensa 
canaria “espectacularizan” el acontecimien-
to, emplean titulares alarmistas y morbosos, 
usan términos peyorativos para denominar a 
los menores y describen detalladamente los 
sucesos noticiosos.

El tratamiento estigmatiza a los meno-
res, y mayoritariamente les atribuye el rol 
de constituirse en los agentes causantes del 
desorden y el caos en los centros de cumpli-
miento de medidas judiciales. En contadas 
ocasiones, se expone informativamente a 
los menores como víctimas de los errores de 
funcionamiento del sistema judicial o admi-
nistrativo, bajo los efectos del denominado 
“maltrato institucional”.

La prensa canaria despierta la atención de 
la opinión pública bajo la consideración de 
la Ley del Menor como “una ley escurridiza”, 
una ley contradictoria “por su progresismo y 
su osado voluntarismo”, y sobre todo una “ley 
polémica”.

Todos los diarios examinados dedican es-
pacio informativo a realizar la descripción del 
perfil de los delincuentes juveniles canarios: 
“menor de 17 años, procedente de familias 
desestructuradas, con problemas de drogo-
dependencias y bajo nivel cultural”, “son el 
exponente máximo de la exaltación del valor 
dinero”. También se alude a “deficiencias en el 
desarrollo”, “procedencia de zonas margina-
les, bolsas de pobreza y ambientes conflicti-
vos”, “carencias afectivas y diversificación de 
modelos familiares”, “bajo nivel formativo, 
menor marginal”, y “consumidor abusivo de 
sustancias tóxicas”.

En otro sentido, la prensa selecciona las 
estadísticas policiales sobre delincuencia ju-

venil ofrecidas por la delegación del Gobier-
no en Canarias, transmitiendo que “el índice 
de delincuencia juvenil es la luz roja que se 
enciende en las islas”.6 Los asuntos relacio-
nados con las estadísticas judiciales emiti-
das por las fiscalías provinciales o surgidas 
a raíz de las presentaciones públicas de las 
memorias anuales del TSJC y de la Fiscalía de 
la comunidad autónoma canaria, vinculan la 
importancia de la justicia juvenil a aquellas 
manifestaciones que afirman que Canarias es 
una de las comunidades autónomas con un 
mayor índice de delincuencia juvenil.

La prensa canaria define la política penal 
juvenil como “una cruz que nadie quiere car-
gar”, “un problema pendiente”, o “un gran de-
sastre” que provoca una situación “vergonzo-
sa y caótica”. Son numerosas las opiniones de 
expertos que demandan a través de la prensa 
la necesidad de habilitar para Canarias un sis-
tema público de Justicia Juvenil que separe 
protección y reforma, que promueva la crea-
ción de una dirección general de Reforma Ju-
venil y potencie institucionalmente sistemas 
alternativos de solución penal a través de la 
justicia restaurativa.

Las voces que alertan sobre la carencia de 
recursos materiales y personales, proceden 
de las manifestaciones y opiniones recogidas 
en entrevistas y reportajes a jueces y fiscales 
de menores. Estos anuncian e informan a la 
opinión pública, que la falta de personal en 
las fiscalías impide hacer frente de forma ade-
cuada al seguimiento de los expedientes, “ali-
mentándose la cultura de la impunidad entre 
los jóvenes infractores”. Respecto a las medi-
das en medio abierto, los fiscales de menores 
consideran que los recursos habilitados para 
la reinserción y la reeducación de los meno-
res en la comunidad autónoma siguen sien-
do insuficientes. La fiscalía también subraya 
que es alarmante la cantidad de menores en 
situación de protección que acaban en cen-
tros de medidas judiciales.

La fiscalía de menores de Las Palmas di-
vulga el concepto de “desarraigo social”, si-
tuación que sufren los menores grancanarios 
que han de cumplir su medida de régimen 
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cerrado en algunos de los centros de la pro-
vincia tinerfeña. 

Según los principales sindicatos del archi-
piélago la falta de medios personales y de in-
fraestructuras, ha provocado la implantación 
de la Ley del Menor de forma precipitada, ge-
nerando improvisación y una gran conflictivi-
dad en los centros.

La agenda mediática sobre justicia penal 
juvenil frecuentemente genera un conflicto 
noticiable entre menores sujetos a medidas 
de protección, con aquellos que cumplen 
medidas judiciales, combinando y confun-
diendo la terminología relativa a la Ley Inte-
gral del Menor, con la específica de la Ley de 
Responsabilidad Penal del Menor, en titula-
res del tipo: “Asuntos Sociales revela que hay 
3.000 jóvenes y niños amparados por medi-
das judiciales en las Islas”.

Otro de los aspectos más tratados por la 
prensa canaria en este sentido, es el relativo a 
las denuncias políticas contra el Gobierno ca-
nario ante el ingreso de menores con “perfil 
delictivo” en los recursos que alojan a meno-
res en situación de protección y desamparo 
y que causan alarma social en los vecinos de 
los CAIs (Centro de Acogida Inmediata) de-
pendientes de los Cabildos insulares, negan-
do incluso la autoridad del fiscal de menores 
para autorizar el ingreso de menores en di-
chos recintos.7 La atención mediática sobre la 
reforma de la Ley canaria Integral del Menor, 
pretendiendo regular medidas de conten-
ción para menores no delincuentes en “situa-
ción de conflicto social” genera confusiones 
en su tratamiento informativo al referirse a 
“menores conflictivos” y “centros cerrados 
y semiabiertos” (exclusivos del tratamiento 
penal).8

El porcentaje de mensajes informativos 
que la prensa canaria dedica a aspectos re-
lacionados con la prevención del delito y la 
reinserción social del menor, ocupan un lugar 
marginal en la atención mediática. El contex-
to informativo se centra en calificar la inter-
vención educativa sobre los menores como 
una “segunda oportunidad”, y en destacar la 
irrelevancia de la reinserción como un asunto 

necesitado de consideración social. Son con-
tadas las ocasiones en las que los rotativos 
describen informaciones de carácter positivo 
sobre las posibilidades reinsertadoras de los 
menores infractores.

El mayor índice de atención mediática 
entre los diarios de tirada provincial tiene 
que ver con la problemática en la gestión e 
intervención educativa de los centros de eje-
cución de medidas judiciales. 

El denominado “pleito insular” se destaca 
en los mensajes informativos a través de la 
cobertura periodística ligada a los traslados 
interinsulares de menores para el cumpli-
miento de medidas judiciales, mediante el 
empleo de titulares del tipo: “Asuntos Socia-
les trasladará a varios menores de Tabares a 
Las Palmas”9. En otras ocasiones, las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad comparan la conflic-
tividad entre menores de una u otra isla, ma-
nifestando por ejemplo, que “los menores de 
Tenerife son menos agresivos que los de Las 
Palmas”. La publicación en la prensa canaria 
de estadísticas oficiales sobre delincuencia 
de menores deriva en análisis comparativos 
con titulares del estilo “La ley del menor se 
aplicó a 857 chicos mas en Tenerife que en 
Gran Canaria”.10

La presencia considerable de mensajes 
publicados sobre las investigaciones de ofi-
cio e informes del Defensor del Pueblo y del 
Diputado del Común, destacan la necesidad 
de generar recursos en las islas periféricas 
y de incrementar el personal en juzgados y 
fiscalías de menores. El Diputado del Común 
describe como “insostenible” la situación de 
los menores infractores en Canarias.

Respecto al material gráfico que acompa-
ña y refuerza el contenido del mensaje tex-
tual, predominan las fotografías que expo-
nen el exterior de los centros de ejecución de 
medidas judiciales, las vallas metálicas y las 
concertinas de seguridad perimetral.  

La consideración descriptiva que los dis-
tintos rotativos elaboran sobre los menores 
infractores, los etiqueta como “delincuentes” 
y abusa de las denominadas “noticias-caso”. 
Canarias7 utiliza expresiones como “niñas 
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asesinas” o “angelitos que se han convertido 
en un serio problema para las administracio-
nes públicas”. Diario de Avisos describe a los 
menores infractores como “ciudadanos de 
tercera”. El Día, los representa como “peque-
ños delincuentes”, “menores algo más que 
díscolos”, “diablillos”, “lobos con piel de cor-
dero”, “mozalbetes de penitenciarias” o “me-
nores conflictivos entre rejas”. La Provincia/
Diario de Las Palmas se refiere a los infracto-
res juveniles como “macarras de ceñido pan-
talón”, “pandillero tatuado y suburbial”, “cate-
dráticos del robo” o “desheredados juveniles”. 

Las representaciones narrativas relativas a 
los centros de menores, detallan los recintos 
como “barracones de campos de concentra-
ción”, “correccionales desbordados”, “viejos 
reformatorios”, “ollas a presión”, “simples apar-
camientos para niños” y “verdaderas fábricas 
de odio”.

Examinado el número de mensajes publi-
cados en los meses correlativos durante los 
años 2001 a 2005, también podemos ratificar 
la existencia de un flujo constante de aten-
ción mediática e información cotidiana sobre 
justicia penal juvenil en la prensa canaria.

Respecto a la naturaleza de los mensa-
jes publicados, resulta destacable la noticia 
como el género informativo seleccionado 
por la prensa canaria para subrayar la im-
portancia periodística de la delincuencia de 
menores, como información de actualidad y 
debate público, seguido numéricamente de 
los géneros interpretativos.

El porcentaje de reportajes registrados en 
el examen objeto de la presente investiga-
ción reviste una importancia muy significati-
va, indicador en base al cual puede resaltar-
se que, la extensión de los mensajes sobre 
justicia penal juvenil se configura como una 
característica principal de la prensa canaria. 
El reportaje constituye el género informativo 
preferido para la explicación, la selección, la 
variedad temática y el tratamiento contex-
tualizado, con profusión de apoyos gráficos 
que amplían y completan los mensajes infor-
mativos de interés actual sobre la infracción 
juvenil.

Otro grupo significativo de mensajes es el 
publicado a través de la forma narrativa es-
pecífica de la crónica, en la que se revela una 
participación directa o indirecta del periodis-
ta o redactor en los hechos relatados. Las cró-
nicas publicadas en la prensa canaria basan 
sus narraciones descriptivas principalmente, 
en el desarrollo de la actividad parlamentaria 
y/o judicial relativa a la delincuencia de me-
nores.

Podemos afirmar, conforme al bajo por-
centaje de entrevistas, que este género perio-
dístico no goza de gran predicamento en la 
prensa canaria, a excepción de las cabeceras 
de la provincia oriental. Este dato se relaciona 
directamente con el bajo porcentaje de men-
sajes publicados con la participación de ex-
pertos en temas de política criminal juvenil, 
por lo que el recurso de los rotativos canarios 
a aquellas personas del ámbito académico, 
político o judicial caracterizadas por su cono-
cimiento o experiencia, reviste un porcentaje 
casi insignificante. 

El recurso de la prensa a las distintas fuen-
tes informativas guarda íntima relación con 
el grado de presencia de los distintos actores 
del sistema de justicia penal juvenil en la co-
bertura mediática ejercida por los rotativos 
canarios. 

La notable atención mediática respecto a 
las fuentes emanadas del Gobierno de Cana-
rias denota la elevada consideración políti-
ca hacia el fenómeno de la delincuencia de 
menores, seguida en presencia numérica de 
aquellos mensajes informativos derivados 
de la actividad judicial y/o jurisdiccional (es-
tas fuentes judiciales conceden al repertorio 
temático la sensación de fiabilidad y rigor in-
formativo).

Desde la óptica de la salvaguarda de los 
derechos humanos, las entidades (públicas 
o privadas) protectoras de los derechos de 
la infancia y juventud, representadas por 
ONGs, Defensor del Pueblo y Diputado del 
Común no se constituyen en grupos de pre-
sión mediática, pese a que a través de sus 
informes, quejas y recomendaciones tratan 
de reconducir las dificultades surgidas por 
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las deficiencias observadas en la ejecución 
de las medidas judiciales. Las informaciones 
generadas por opiniones y/o declaraciones 
de abogados de menores infractores son 
inexistentes por lo que, podemos afirmar la 
invisibilidad de la defensa letrada en la agen-
da mediática de la infracción juvenil. 

Resulta destacable el exiguo protagonis-
mo concedido a los expertos político-crimi-
nales o del ámbito socio-educativo, como 
personal cualificado para generar una opi-
nión social capacitada en el conocimiento 
del sistema de la justicia 

El escaso recurso de las cabeceras provin-
ciales a la información generada por menores 
y/o sus familiares, implica la invisibilización 
de las cuestiones que afectan a los jóvenes 
infractores. Las condiciones en las que los 
menores viven en el interior de los centros, 
sus relaciones con los operadores jurídicos 
o con la policía y su trayectoria en el siste-
ma penal, son aspectos desconocidos por la 
prensa canaria y sus periodistas, con la consi-
guiente inexistencia de estos contenidos en 
la selección informativa. 

La prevención de la delincuencia de me-
nores y la reinserción de sus protagonistas, 
no constituyen temas de interés público para 
la prensa canaria.

La gestión política de la justicia juvenil y 
las variadas referencias a las deficiencias en 
medios personales y materiales, son los te-
mas que concentran el mayor porcentaje nu-
mérico en la jerarquía de contextos relativos 
a la delincuencia de menores. Los mensajes 
vinculados a la Ley 5/2000, únicamente abor-
dan su marco legal de forma secundaria o 
tangencial.

En el discurso informativo sobre los aspec-
tos relativos al ámbito de los temas relativos a 
la “protección de menores”, apenas destacan 
las narraciones sobre situaciones de pobreza 
o “riesgo social”, a excepción de aquellas que 
reflejan estadísticas publicadas por Unicef u 
otros organismos, sobre situaciones de exclu-
sión social de la infancia.

El contexto generado por el rechazo ciu-
dadano y el relato de los vecinos que alegan 

“tener miedo” constituye, para la prensa ca-
naria, una forma de convalidación del temor 
social al delito juvenil.

Respecto a la selección y jerarquización de 
la cobertura informativa relativa a los adoles-
centes infractores, esta resulta dependiente 
de las características de los acontecimientos 
y las circunstancias en las que se imponen, 
y en este sentido, resulta más abundante el 
porcentaje de mensajes relativos a las de-
ficiencias apreciadas respecto a los medios 
personales o materiales, frente a aquellos 
que destacan la creación y generación de 
nuevos recursos. 

Las consideraciones sobre el contexto es-
pecífico en el que las distintas cabeceras re-
presentan socialmente a los menores infrac-
tores, nos permiten subrayar que, la visión 
ofrecida por la prensa canaria muestra una 
perspectiva fragmentada y deformada del 
sistema de justicia penal juvenil, dedicando 
una amplia cobertura informativa a la inter-
vención de las medida judiciales en centros 
cerrados y una escasa atención a la ejecución 
de medidas judiciales en medio abierto o se-
miabierto. 

La “sobredimensión” en el tratamiento 
informativo sobre la intervención educativa 
en los centros cerrados de menores,- desta-
cando de forma alarmista algunos sucesos 
y acontecimientos frecuentes-, estimula a la 
prensa canaria a que, únicamente se acen-
túen los “defectos organizativos del sistema”, 
escaseando las informaciones reflexivas so-
bre la etiología generadora de las infraccio-
nes juveniles.

Los estereotipos concebidos por la reite-
ración en la atención mediática, predisponen 
de forma perjudicial a la consideración social 
que rechaza frontalmente la nueva legisla-
ción de menores, a la que se tilda de “nor-
mativa polémica”11, la “tan polémica ley del 
menor”12, “nueva norma para los jóvenes de-
lincuentes”13, “efectos perversos de la norma-
tiva del menor”14, “una Ley con polémica”15, 
“un texto legal envuelto en la polémica”16 o 
“una ley por los suelos”.17
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Se predispone igualmente, hacia la aten-
ción pública de la “delincuencia juvenil” como 
un problema social grave, que persiste en sus 
defectos coyunturales mediante la publica-
ción de mensajes alusivos a “las carencias en 
la política del menor”18, “caos en la política de 
menores en Canarias”19, “el eterno problema 
del menor”20, “carencias en la regulación para 
los jóvenes conflictivos”21, “el problema de los 
menores en Canarias”22 y “¿qué ocurre con los 
problemas del menor?”.23

Respecto a los centros de ejecución de 
medidas judiciales, se repite el mismo “pa-
trón” periodístico: “incidentes en los centros 
de menores”24; “conflicto en los centros de 
menores”25; “centros de menores: otra vez en 
el ojo del huracán”26; “situación límite en los 
centros de menores”27 y “nuevo escándalo en 
los centros de menores”28.

El apoyo gráfico, constituye una de las 
variables más influyentes en el modo de pre-
sentación de la selección informativa en ge-
neral, y sobre la delincuencia de menores en 
particular, ya que refuerza el tono del mensa-
je y lo enmarca en un determinado contexto. 

Las ilustraciones preferidas como soporte 
a las informaciones, son aquellas fotografías 
que muestran el aspecto exterior de los cen-
tros de cumplimiento de medidas judiciales, 
junto con las imágenes de cargos públicos 
en el ejercicio de sus actividades políticas. El 
apenas intrascendente número de fotogra-
fías que exhiben el interior de los recintos de 
cumplimiento de medidas judiciales, pone 
de manifiesto, por un lado, el desconocimien-
to de los redactores o colaboradores acerca 
del modo de vida y la actividad diaria de los 
centros, y por otro lado, las escasas oportuni-
dades concedidas a los medios de comunica-
ción para acceder a dichos recintos.

Las imágenes que exponen menores o 
jóvenes, aunque su rostro conste pixelado, 
diseñan un perfil de infractor juvenil basado 
en un estereotipado aspecto externo: pier-
cings, tatuajes, cabeza afeitada, ropa amplia, 
grandes cadenas de oro, etc. La difusión de 
este tipo de imágenes por la prensa canaria 
fortalece la presión pública hacia la necesaria 

intervención del sistema penal juvenil sobre 
menores descalificados socialmente. 

El porcentaje de ilustraciones que mues-
tran a los menores de espaldas o con el rostro 
pixelado resulta superior al número de imá-
genes que identifican menores infractores, 
circunstancia que nos permite afirmar que la 
prensa canaria ha protegido generalmente 
la intimidad de los menores y ha respetado 
su privacidad, cumpliendo de este modo con 
las disposiciones normativas que, recomien-
dan la ocultación del nombre y el rostro de 
los menores víctimas o autores de una infrac-
ción penal y, con aquellos códigos éticos que 
invitan a los periodistas a ser especialmente 
prudentes con las informaciones relativas a 
los infractores juveniles.

Resulta destacable el índice de las varia-
bles que los rotativos examinados dedican a 
aquellos datos que reflejan el contexto fami-
liar y social de los menores y, aquellos otros 
que detallan referencias sobre su intimidad. 
Los rotativos canarios hacen pública la calle 
donde vive el menor, el colegio al que asiste, 
el barrio que frecuenta y la pandilla a la que 
pertenece. Estas informaciones aumentan el 
riesgo social, provocan la identificación de un 
menor que ha cometido un delito o que es 
víctima del mismo, y criminaliza su condición 
de pertenecientes a barrios o zonas asocia-
das a la pobreza y la marginalidad.

La referencia a la nacionalidad de los 
menores que cometen un hecho delictivo o 
cumplen medidas judiciales, no añade nor-
malmente antecedentes relevantes al men-
saje informativo, pero refuerza los prejuicios 
sociales. En ocasiones, las menciones eviden-
tes a la nacionalidad se describen en titulares 
del tipo: “el menor que se autolesionó ingi-
riendo clavos en Gran Canaria, es marroquí”.29

El discurso informativo que la prensa 
canaria efectúa respecto a las distintas de-
nominaciones del término medida judicial, 
hace uso frecuente de vocabulario propio 
del régimen carcelario. Indiscriminadamente 
los rotativos canarios emplean los términos 
pena y condena, propios del proceso penal de 
adultos, en sustitución del vocablo medidas, 
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como definición de aquellas correcciones pe-
nales impuestas a los menores de edad con 
finalidad sancionadora y educativa. 

Respecto a la orientación de los mensa-
jes informativos, contenida en sus titulares 
y en su discurso narrativo textual, se puede 
afirmar que, los rotativos tinerfeños destacan 
en porcentaje por su repertorio temático ge-
nerador de alarma social. En este sentido, las 
cabeceras de la provincia oriental prefieren el 
tratamiento informativo en el que se revelan 
situaciones problemáticas de la justicia penal 
juvenil. Los porcentajes examinados arrojan 
una media total del 38,2% de mensajes gene-
radores de alarma social. Con una diferencia 
poco significativa, el porcentaje medio de 
aquellos discursos narrativos que refieren 
situaciones problemáticas asciende al 37,7%. 
Apenas un 24% del total de informaciones 
reflejan, en la prensa canaria, las mejoras es-
tructurales y asistenciales en el sistema penal 
juvenil.

En este sentido, podemos subrayar que, 
el repertorio temático en el que los rotativos 
examinados colocan a los menores infrac-
tores, prefiere la jerarquía de contextos que 
generan alarma social, frente al enfoque de 
investigación periodística basado en la de-
nuncia y la búsqueda de soluciones a situa-
ciones problemáticas, centrando general-
mente la atención mediática, en la crítica al 
desarrollo y gestión de las políticas públicas. 
A raíz de estos indicios teóricos, se puede in-
sistir en que, la inclusión de la temática relati-
va a la justicia penal juvenil en el discurso me-
diático ofrecido por la prensa canaria, genera 
un incremento en la percepción social sobre 
la peligrosidad de los infractores juveniles30 y, 
en la necesidad del endurecimiento punitivo 
en la respuesta institucional del poder políti-
co, ante la creciente preocupación ciudada-
na.31

Algunos de los discursos informativos que 
la prensa canaria pone en circulación, se re-
fieren a la solicitud del endurecimiento de las 
sanciones, a la necesidad de reformar la Ley 
del Menor, al aumento de la violencia juvenil 
(en número y gravedad) y, a la demanda so-

cial de “tolerancia cero” y “mano dura” ante la 
infracción juvenil.

Respecto al examen de titulares, se puede 
certificar de la prensa canaria, su tendencia 
general al seguimiento mediático de los su-
cesos, al contenido de detalles innecesarios 
en los hechos noticiosos, al alargamiento in-
justificado de la cobertura informativa sobre 
la infracción juvenil, así como la predisposi-
ción al abuso de recursos morbosos, con pro-
pensión al dramatismo y el empleo de tonos 
alarmistas. Todos estos elementos descripti-
vos y narrativos derivan en una innecesaria 
“espectacularización” del fenómeno de la jus-
ticia juvenil en el ámbito territorial canario.

Según la tipología del enfoque o la ar-
gumentación de la cobertura narrativa, la 
orientación de los mensajes informativos pu-
blicados en la prensa canaria prefiere el tra-
tamiento alarmista, referencial y descriptivo 
generado por la exposición abusiva de suce-
sos, acontecimientos y problemáticas, frente 
al proceso informativo que consigna las me-
joras y/o soluciones institucionales y expone 
las políticas implementadas en la gestión de 
la justicia penal juvenil insular.

La especialización de los profesionales 
del periodismo que elaboran las informa-
ciones sobre justicia juvenil y de los colabo-
radores habituales en los rotativos insulares, 
genera el mantenimiento en la continuidad 
contextual de los mensajes, permite que los 
periodistas se familiaricen con los recursos y 
se especialicen en las fuentes informativas. 
La especialización permite una “mirada” más 
profunda hacia la problemática derivada de 
la infracción juvenil, incluyendo investigacio-
nes que muestran el lado más humano de las 
trayectorias personales de los menores.

El tratamiento informativo de la infracción 
juvenil ha de promoverse desde la sensibili-
dad de los periodistas hacia la especial vulne-
rabilidad de los menores, y desde la transver-
salidad a una pluralidad de temas: violencia 
juvenil, derechos de la infancia, legislación 
específica y exclusión social, circunstancias 
que, obligan a los periodistas y colaborado-
res a tomar conciencia en la necesidad de un 
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tratamiento responsable. La especialización 
además, garantiza la información contextua-
lizada.

3. CONSIDERACIONES GENERALES 
SOBRE EL TRATAMIENTO 
INFORMATIVO

En definitiva, teniendo en cuenta las apor-
taciones planteadas, las explicaciones y ar-
gumentaciones expuestas con anterioridad, 
consideramos lo siguiente:

Se puede afirmar a la vista de los mensa-
jes informativos examinados, que la opinión 
pública canaria y su actitud ante el panorama 
social de la justicia penal juvenil, surgido a 
raíz de la entrada en vigor de la L.O. 5/2000, 
ha influido moderadamente en el tratamien-
to de la política criminal adoptado por la con-
sejería competente en materia de ejecución 
de medidas judiciales.

La agenda mediática sobre justicia juvenil, 
se presenta en la prensa canaria como cíclica 
y repetitiva, privilegiando las fuentes oficia-
les en el contexto de las políticas públicas y 
promoviendo de forma significativa la visión 
periodística sobre el temor a los menores in-
fractores, y la exigencia al Gobierno canario 
de una política institucional de “mano dura”. 

Respecto a la selección informativa, los 
rotativos provinciales generan una represen-
tación social de la justicia juvenil como un 
asunto de agenda política, o bien, como un 
tema relativo a los problemas acontecidos en 
los centros de menores. Los medios de comu-
nicación, y en concreto la prensa escrita, se 
comportan como un medio de control social 
informal, pudiendo apreciarse la  influencia 
de la prensa canaria en la actividad política 
y en los comportamientos sociales contra la 
infracción juvenil (rechazo vecinal y oposicio-
nes municipales) generando un sentimiento 
social de inseguridad.

Analizada la construcción de contenidos 
informativos y tendencias generales de los 
rotativos canarias sobre la cobertura de la in-
fracción juvenil, se observa que el mayor vo-
lumen genérico de noticias publicadas, signi-

fica que, los periodistas y redactores realizan 
habitualmente una narración descriptiva de 
los hechos, resultando menos significativo el 
porcentaje de aquellos mensajes que apor-
tan juicios de valor, y solo en contadas oca-
siones se publican narraciones apoyadas en 
opiniones de expertos sobre la justicia penal 
juvenil.

El sistema penal juvenil diseñado por la 
L.O. 5/2000, contempla el marco normativo 
de la intervención juvenil bajo la perspectiva 
de la prevención y la reinserción social para 
generar oportunidades de inclusión social. El 
rol que debe desempeñar la prensa, como vi-
gilante de esta configuración integral, ha de 
profundizar en el análisis de la intervención 
social, institucional y legislativa en el trata-
miento de adolescentes infractores, evitan-
do visiones fragmentadas, discriminatorias y 
estereotipadas. En este sentido, se puede su-
brayar que la narración descriptiva, efectua-
da por la prensa canaria, no ha contribuido 
a explicar ni promocionar los textos legales 
generalistas sobre los derechos de la infancia 
ni en concreto sobre la Ley del Menor.

La selección informativa, elaborada por 
las cabeceras canarias, sobre la justicia penal 
juvenil, estereotipa la imagen de los menores 
sometidos a medidas judiciales mediante el 
empleo de titulares sensacionalistas y el tra-
tamiento morboso, tanto en el apoyo gráfico 
como en los mensajes textuales, confundien-
do el interés social noticioso con los detalles 
escabrosos en su narración.

Los rotativos canarios durante el perío-
do analizado, han concedido importancia 
mediática y narrativa a la realidad de las in-
fracciones penales juveniles, convirtiéndola 
en asunto de interés público, visibilizando 
aunque fragmentariamente la actividad ju-
dicial, y tematizando, de forma continua la 
intervención educativa sobre los menores y 
jóvenes en situación de conflicto social. Este 
discurso informativo ha generado la toma de 
conciencia social y política sobre el fenóme-
no de la delincuencia de menores, motivan-
do y dirigiendo un debate público cotidiano 
en la Comunidad Autónoma Canaria.
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Respecto al análisis formal de los mensa-
jes informativos publicados, se aprecia que 
las secciones de los periódicos canarios en 
los que se localizan informaciones relativas a 
la infracción juvenil, son fundamentalmente 
las de Sociedad, Islas y Sucesos por este orden.

El Gobierno canario, el poder judicial y las 
fuerzas y cuerpos de seguridad, por este or-
den, constituyen las principales fuentes de la 
selección informativa relativa a los menores 
en conflicto con la ley, en la prensa canaria. 
Los mensajes procedentes del ejecutivo terri-
torial concentraron el grueso de la atención 
mediática, seguidos en porcentaje de las 
fuentes judiciales y de aquellas generadas 
por ayuntamientos y cabildos. El entorno fa-
miliar y los propios menores, apenas son con-
sultados. El discurso informativo basado en 
comentarios de expertos en justicia juvenil, 
no superan un 3% del total contabilizado, cir-
cunstancia que indica la baja inclinación de 
la prensa canaria al tratamiento informativo 
basado en opiniones cualificadas.

El tratamiento informativo provoca que, 
la percepción de la sociedad canaria sobre la 
infracción juvenil, se legitime en las carencias 
y deficiencias en la gestión del sistema de 
justicia juvenil. La prensa canaria, mayorita-
riamente, se limita a informar sobre hechos 
puntuales, preferentemente los acaecidos en 
el interior de los centros de cumplimiento de 
medidas judiciales, abusando del “suceso” e 
ignorando aquellos aspectos positivos relati-
vos a la prevención del delito y a la reinser-
ción social de los menores infractores.

El tratamiento informativo respecto de la 
infracción juvenil en Canarias confiere espe-
cial responsabilidad social a la prensa, ya que 
la imagen que difunde sobre el menor some-
tido a medidas judiciales no se corresponde 
con la realidad. Los rotativos canarios fomen-
tan de manera habitual la consolidación de 
una corriente de opinión que contempla a los 
menores como objeto noticioso, pero nunca 
como emisores o protagonistas de la infor-
mación. 

En último lugar, y en referencia a la pu-
blicación o divulgación de aquellas informa-

ciones o datos periféricos que provoquen la 
identificación de un menor que ha cometido 
una infracción penal y/o que sea víctima del 
mismo, podemos afirmar que las imágenes 
publicadas en la prensa canaria y la adjetiva-
ción sobre la terminología empleada relativa 
al menor infractor, han influido notablemen-
te en la judicialización y victimización de los 
menores infractores.

4. SUGERENCIAS SOBRE EL 
TRATAMIENTO INFORMATIVO

La mirada periodística sobre la menor 
edad sujeta a medidas judiciales, precisa de 
profesionales de prensa que sitúen debida-
mente en la agenda pública canaria un tra-
tamiento mediático correcto e integral sobre 
este fenómeno y, promocionen los derechos 
de la infancia en general.

Los periodistas pueden, y deben, otor-
gar mayor visibilidad al fenómeno de la de-
lincuencia de menores, garantizando una 
cobertura periodística de calidad mediante 
el seguimiento exhaustivo de los aconteci-
mientos y sucesos. 

Los profesionales del periodismo, están 
obligados a llamar la atención de la pobla-
ción canaria, para que se conozca en profun-
didad la problemática de la infancia y la ado-
lescencia en su diversidad de perspectivas, 
abriendo espacios sociales para el debate, 
contextualizando las informaciones, mos-
trando las diferentes versiones del problema, 
consultando diversas fuentes, investigando y 
produciendo reportajes que provoquen cam-
bios sociales.

La delincuencia juvenil ha de constituirse 
en un tema transversal de la agenda mediáti-
ca y política canaria, eliminando los términos 
peyorativos, proporcionando continuidad al 
tratamiento noticioso, procurando que los 
menores y adolescentes estén representa-
dos en los textos informativos e imágenes 
periodísticas, y elaborando un seguimiento 
meticulosos de la intervención de las Admi-
nistraciones Públicas para que los menores 
y adolescentes, se encuentren debidamente 
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representados en la prensa canaria, mediante 
el uso de fuentes especializadas.

El estudio del contenido de los códigos 
éticos y normas de autorregulación que ac-
tualmente rigen las actividades informativas 
en la comunidad autónoma canaria, ha de 
servir para elaborar un código específico que 
recoja el tratamiento ético desde el que de-
ben abordarse todas las circunstancias y los 
matices informativos que concurren en los 
hechos delictivos cometidos por menores de 
edad y, en concreto, en el cumplimiento de 
las medidas judiciales y en el tratamiento in-
formativo de las víctimas. 

La justicia penal juvenil ha de represen-
tarse en la prensa canaria como un tema in-
formativo, huyendo de la perspectiva que lo 
califica como “un grave problema social”, in-
tentando un tratamiento informativo positi-
vo y enriquecedor que evite la dramatización 
innecesaria de las situaciones especialmente 
conflictivas.

En definitiva, desde la responsabilidad in-
herente a la prensa canaria en el tratamiento 
informativo de los temas relativos a la justicia 
penal juvenil, los profesionales de la informa-
ción deberán, en todo caso, garantizar el de-
recho de sus protagonistas a participar en los 
medios de comunicación.
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de tercera edad, hogar o comunidad de ser 
herido, lesionado o dañado ante cambios o 
permanencia de situaciones externas y/o in-
ternas. 

La vulnerabilidad social de sujetos y colec-
tivos del campo de la inadaptación social se 
expresa de varias formas, ya sea como fragi-
lidad e indefensión ante cambios originados 
en el entorno, como disminución de los pre-
supuestos destinados desde las instituciones 
oficiales al trabajo de inserción y reinserción 
social y que no contribuye a fortalecer ni 

1. INTRODUCCIÓN

En este trabajo, nosotros partimos de la 
definición de vulnerabilidad que encontra-
mos en el diccionario de la Real Academia de 
la Lengua Española y que hace referencia a 
la cualidad de vulnerable, término latino de-
rivado de “vulnerabilis”, siendo el adjetivo de 
la palabra vulnerable, que hace referencia a 
“que puede ser herido o recibir lesión, física o 
moralmente”. Por otro lado, la vulnerabilidad 
es entendida como un proceso multidimen-
sional que confluye en el riesgo o probabili-
dad de que el niño, joven, adulto o persona 
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cuidar sistemáticamente de dicho colectivo; 
como debilidad interna para afrontar con-
cretamente los cambios necesarios de estos 
sujetos u hogar para aprovechar el conjunto 
de oportunidades que se le presenta; como 
inseguridad2 permanente que paraliza, inca-
pacita y desmotiva la posibilidad de pensar 
estrategias y actuar en el futuro para lograr 
mejores niveles de bienestar. La noción tie-
ne como característica que surge de la inte-
racción entre una constelación de factores 
internos y externos que convergen en un in-
dividuo, hogar o comunidad particular en un 
tiempo y un espacio determinado. Las condi-
ciones de indefensión, fragilidad y desampa-
ro al combinarse con la falta de respuestas y 
las debilidades internas pueden conducir a 
que el individuo, hogar o comunidad sufran 
un deterioro en el bienestar como conse-
cuencia de estar expuesto a determinados 
tipos de riesgos. Se habla de riesgo y no de 
amenaza por que ésta se relaciona con la pro-
babilidad de ocurrencia de ciertos eventos, 
pero no de sus consecuencias o daños. La no-
ción de vulnerabilidad suele ser acompaña-
da con diversos adjetivos que delimitan el “a 
que” se es vulnerable. De este modo, puede 
encontrarse una creciente bibliografía que 
utiliza la noción desde diversos enfoques. El 
uso más tradicional ha tenido relación con 
enfoques vinculados a temas económicos, 
ambientales, desastres naturales y con la 
salud física y mental de individuos. En los úl-
timos años se han encontrado, aunque con 
distintos grados de sistematización teórica, 
trabajos sobre vulnerabilidad social, psicoso-
cial, jurídica, política, cultural, demográfica, 
entre otros. En este sentido, la vulnerabilidad 
es una noción multidimensional en la medi-
da que afecta tanto a individuos, grupos y 
comunidades en distintos planos de su bien-

2  La inseguridad surge como exposición a riesgos, en 
tanto que la vulnerabilidad se debe a la posibilidad de 
sufrir un deterioro en el bienestar como consecuencia de 
estar expuesto al riesgo. La inseguridad no necesariamen-
te significa vulnerabilidad, dependerá de la capacidad de 
respuesta ante la variación en la situación.

estar, de diversas formas y con diferentes in-
tensidades (Rodríguez Vignoli, 2001).

2. PR0CESO DE VULNERABILIDAD

Los términos “vulnerabilidad” y “grupos 
vulnerables” se vienen utilizando con fre-
cuencia en círculos intelectuales y guberna-
mentales de América Latina, sobre todo a 
partir de los fuertes impactos sociales pro-
vocados por los programas de ajuste social 
y económico, aunque lamentablemente, 
también empezamos a utilizarlos en Europa, 
como consecuencias de la crisis económica 
y los recortes presupuestarios, sumados al 
paro en el que nos vemos inmersos. Aunque 
es habitual que su aplicación se circunscriba 
casi exclusivamente a los sectores pobres, 
a partir de la crisis económica mundial, sin 
duda los más sensibles a los cambios, no se-
rán estos sectores de la población los únicos 
afectados. 

Puede afirmarse que todos los seres hu-
manos y comunidades, en mayor o menor 
medida, son vulnerables, ya sea por ingresos, 
por patrimonio, por lugar de residencia, por 
país de nacimiento, por origen étnico, por 
género, por discapacidad, por enfermedad, 
por factores políticos, ambientales o por una 
infinidad de motivos que implican riesgos e 
inseguridades que sería imposible e inviable 
enumerar aquí. Lo opuesto a la vulnerabili-
dad es la invulnerabilidad, situación que es-
taría dado por la protección total o blindaje 
eficaz respecto del efecto de choques ad-
versos que hieren u ocasionan algún tipo de 
daño. Entre la vulnerabilidad total y la invul-
nerabilidad habría un gradiente, dada por los 
recursos internos que permiten alternativas 
de acción (deliberadas o no) para enfrentar 
los efectos de cambios o choques externos. A 
mayor cantidad, diversidad, flexibilidad y ren-
dimiento que presenten los recursos internos 
de los individuos que se pueden movilizar 
para hacer frente a cambios externos nega-
tivos, menor será el nivel de vulnerabilidad 
(CEPAL, 2002b). 
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El nivel de vulnerabilidad depende de va-
rios factores que se relacionan, por un lado 
con los riesgos de origen natural y social, y, 
por otro, con los recursos y estrategias que 
disponen los individuos, hogares y comuni-
dades. En otras palabras, los diversos tipos 
e intensidades de riesgo de origen natural o 
social se vinculan con el grado de exposición 
a los mismos, los cuales dependerán en gran 
medida de los recursos o acciones internas 
(motivación, resiliencia,…)y las estrategias 
de uso de esos recursos para prevenir, reducir 
y afrontar los choques externos. 

La relevancia de la noción de vulnerabili-
dad social se relaciona con la posibilidad de 
captar cognitivamente cómo y por qué dife-
rentes grupos y sectores de la sociedad están 
sometidos de forma dinámica y heterogénea 
a procesos que atentan contra su subsisten-
cia y capacidad de acceso a mayores niveles 
de bienestar. En este sentido, la noción se 
orienta a enfocar su atención en la existencia 
y posibilidad de acceso a las fuentes y dere-
chos básicos de bienestar como, entre otros, 
el trabajo, sanidad, ingresos, tiempo libre, se-
guridad, educación, patrimonio económico, 
identidad cultural, autoestima e integración 
social (Sojo, 2004).

Se define aquí la vulnerabilidad como un 
fenómeno social multidimensional que da 
cuenta de los sentimientos de riesgo, insegu-
ridad e indefensión y de la base material que 
los sustenta, provocado por la implantación 
de una nueva modalidad de desarrollo que 
introduce cambios de gran envergadura que 
afectan a la mayoría de la población3. 

La vulnerabilidad está directamente aso-
ciada con la cantidad y calidad de los recur-
sos que controlan los individuos y familias 
en el momento del cambio, así como con la 
posibilidad de utilizarlos en las nuevas cir-
cunstancias económicas, sociales, políticas 

3  Entre los diversos estudios que incorporan esta con-
ceptualización, véase Roberto Pizarro, “La vulnerabilidad 
social y sus desafíos. Una mirada desde América Latina”, 
Santiago de Chile, División de Estadística y Proyecciones 
Económicas, CEPAL, 1999.

y culturales que va definiendo este proceso. 
En tal sentido, se refiere a los recursos “cuya 
movilización permite el aprovechamiento de 
las estructuras de oportunidades existentes 
en un momento, ya sea para elevar el nivel de 
bienestar o para mantenerlo ante situaciones 
que lo amenazan”4 

3. DIMENSIONES DE 
VULNERABILIDAD SOCIAL

Teniendo en consideración el VI Informe 
FOESSA (2008) podemos aportar las diferen-
tes dimensiones:

A. La primera dimensión en la que se expresa 
la vulnerabilidad social es en el trabajo, sin 
duda el más importante de los recursos 
de los grupos medios y de bajos ingresos 
de áreas urbanas y rurales, se ha visto me-
noscabado por una forma de producción 
basada en ciertos núcleos modernos que 
demandan escasa mano de obra. La in-
capacidad de generación de empleo de 
éstos, sumada a la expulsión de empleo 
hacia las ramas de baja productividad y la 
precariedad resultante de las políticas de 
flexibilización, sin seguros de desempleo, 
han provocado una alta condición de vul-
nerabilidad al quedarse el sujeto activo 
en paro. En la década actual, los asalaria-
dos y trabajadores por cuenta propia se 
encuentran expuestos a mayores riesgos, 
como consecuencia de la preponderan-
cia adquirida por la apertura externa y las 
más altas exigencias de competitividad, 
lo que ha acentuado la heterogeneidad 
productiva y la flexibilización del mercado 
laboral. En este marco, ha cobrado fuerza 
una cierta tendencia a la desocupación 
estructural, a la precarización del empleo 
y al aumento de la informalidad, acom-
pañada además del debilitamiento de las 

4  Rubén Kaztman (coord.), Activos y estructuras de 
oportunidades: estudios sobre las raíces de la vulnera-
bilidad social en Uruguay (LC/MVD/R.180), Mo ntevideo, 
Oficina de la CEPAL en Montevideo, 1999.
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organizaciones sindicales y la disminución 
de sus capacidades de negociación.

B. La segunda dimensión en la que se expre-
sa la vulnerabilidad social, es el capital hu-
mano, que es otra dimensión donde se ha 
agudizado la indefensión de las personas. 
Durante los años ochenta y noventa para 
muchos estratos de la población, y en es-
pecial para los no profesionales y técnicos 
incorporados a la industria y a otras acti-
vidades urbanas con anterioridad, se pro-
dujo una pérdida de capital humano. En 
efecto, la apertura y la desregulación de 
los mercados condujeron al cierre o trans-
formación de ciertas actividades, donde 
la experiencia acumulada por esos em-
pleados se desvalorizó al cambiar radical-
mente las funciones de producción. A su 
vez, a fines de la década de los noventa y 
lo que llevamos del milenio, no cualquier 
tipo de educación y sistema de salud ofre-
ce garantías de fortalecimiento del capital 
humano y, por tanto, oportunidades de 
progreso en la vida. Las nuevas institucio-
nes y políticas, propias de la modalidad 
de desarrollo vigente, han favorecido la 
proliferación de la educación privada y, en 
los hechos, se ha deteriorado la pública, 
provocando un aumento de la vulnerabili-
dad de los educandos de los estratos me-
dios y bajos de la sociedad que ingresan 
o ingresarán en el futuro próximo al mer-
cado de trabajo, apareciendo un nivel de 
abandono escolar alto, seguido del fraca-
so escolar. Existe una manifiesta acentua-
ción de la segmentación de la educación 
según niveles de ingresos de los hogares 
de los estudiantes. Los niños y jóvenes de 
hogares con alto nivel de ingreso acuden 
a establecimientos privados con mejor 
infraestructura y calidad formativa, mien-
tras que los provenientes de familias de 
bajos ingresos pueden acceder sólo a es-
tablecimientos públicos, en los que se ha 
hecho “evidente el deterioro académico”. 
En cuanto a la salud, la vulnerabilidad se 
torna manifiesta cuando se constata la no 
equidad entre los servicios privados, aso-

ciados a la nueva institucionalidad y con 
seguros de alto costo, que atienden a los 
sectores de altos ingresos, y los seguros 
tradicionales, de carácter público, que 
ofrecen menor grado de protección para 
los sectores de bajos ingresos.

C. La tercera dimensión en la que se expresa 
la vulnerabilidad social se encuentra en el 
debilitamiento de los recursos producti-
vos de los sectores de baja productividad. 
La apertura externa y la entrada en vigen-
cia de la nueva modalidad de desarrollo 
provocaron un notable crecimiento de 
esos sectores. Sin embargo, los trabajado-
res por cuenta propia, los artesanos, los ta-
lleres y pequeños negocios familiares, las 
microempresas y las unidades económi-
cas solidarias ven debilitados sus activos 
productivos con un patrón de desarrollo 
que, al privilegiar el ordenamiento ma-
croeconómico, limita las políticas estata-
les de protección y subsidios, a la vez que 
introduce productos y servicios que des-
plazan a los generados previamente por 
estas microempresas.

D. La cuarta dimensión en la que se constata 
la vulnerabilidad se refiere a las relaciones 
sociales. Los vínculos y redes que tienen 
las personas y familias son muy determi-
nantes para las mayores o menores po-
sibilidades de acceder a oportunidades 
de trabajo, información y posiciones de 
poder. El modelo de desarrollo vigente ha 
afectado las formas tradicionales de orga-
nización y participación social y de repre-
sentación política por medio de los sindi-
catos, partidos políticos o movimientos 
sociales tradicionales. La apertura al mun-
do, la privatización de la vida económica, 
la disminución del papel del Estado como 
instancia de protección de la vida social 
y el debilitamiento de las organizaciones 
sindicales han tendido a “desintegrar par-
te de los núcleos sociales”.

E. Finalmente, la quinta dimensión en la 
que se expresa la vulnerabilidad social es 
en las relaciones familiares que también 



57

constituyen un activo, especialmente 
para los sectores pobres y clase trabaja-
dora. Como estrategia de sobrevivencia, 
se incorpora a otros miembros -parientes 
o no- que aporten ingresos adicionales o 
que cooperen con el trabajo doméstico, 
de manera de aumentar la proporción de 
personas que generan ingresos. Pero tam-
bién la realidad social actual está ocasio-
nando incrementos en la vulnerabilidad 
del hogar como unidad social, debido a 
la mayor inestabilidad de las uniones que 
terminan en fracasos matrimoniales o se-
paraciones, por ancianos que carecen de 
medios y de personas que los cuiden, y 
por el aumento de la violencia doméstica, 
entre otras causas.

4. LA COMPLEJIDAD DE LA 
VULNERABILIDAD

 El tratamiento de la pobreza y de la in-
adaptación social, dentro de una perspectiva 
más amplia de vulnerabilidad social, debie-
ra permitir identificar e impulsar iniciativas 
de política pública que apunten a potenciar 
los recursos y a reforzar y complementar las 
estrategias de las propias familias para posi-
cionarse de mejor manera ante las circuns-
tancias que enfrentan, en un marco general 
de políticas orientadas a la protección básica 
y la promoción de la igualdad de oportunida-
des para todos los ciudadanos. Conceptual-
mente la “vulnerabilidad social” es entendida 
como una configuración particular, negativa, 
resultante de la intersección de dos conjun-
tos; uno, definido a nivel “macro” relativo a 
la estructura de oportunidades y otro defi-
nido a nivel “micro”, referido a los activos de 
los actores. Simplificando los términos, es 
posible afirmar que la diferencia entre estos 
dos conjuntos radica en el hecho de que los 
individuos directamente no controlan o no 
pueden incidir en los patrones más generales 
de la estructura de oportunidades mientras 
el segundo conjunto, relativo a los activos, 
depende de los individuos. Hay estructuras 
de oportunidades que son enteramente in-

dependientes de la acción individual y otras 
que no lo son. En la medida en que las redes 
sociales no están dadas naturalmente sino 
que se construyen mediante la inversión en 
una fuente generadora de otros recursos y 
beneficios, ciertas “estructuras envolventes” 
provienen de la acción intencional o espon-
tánea de los individuos. En estos casos, para 
tener o mantener el “activo” el individuo 
debe adoptar alguna estrategia de acción 
que tiene como marco relaciones colectivas 
o colaborativas. Retomando el ejemplo de la 
estructura envolvente del ámbito sindical, el 
derecho a la participación de un individuo 
en el mismo puede ser considerada un ac-
tivo potencial mediante la cual el individuo, 
al mismo tiempo, puede incidir tanto en el 
fortalecimiento de la organización como en 
ciertos resultados que puedan beneficiarlo 
para obtener otros activos (por ejemplo, in-
cremento salarial, seguridad en el empleo, 
condiciones de trabajo, etc.) CEPAL (2007).

Si bien la “vulnerabilidad social” cristaliza 
en situaciones estables que caracterizan a 
ciertas categorías sociales que comparten 
una misma condición (por ejemplo, pobres 
e inadaptados sociales) el nuevo enfoque 
sobre activos enfatiza el carácter dinámico 
dado por los procesos de construcción o 
destrucción de vulnerabilidades. Más que 
un concepto estático, la vulnerabilidad así 
entendida, significa como se expresó, una 
suerte de predisposición o condición latente 
proclive a una movilidad descendente o por 
lo menos, una manifiesta dificultad de los in-
dividuos o de los hogares para sostener posi-
ciones sociales conquistadas en un momento 
anterior (CEPAL, 2004).

En este sentido, hay por lo menos dos 
planos que es necesario considerar en la con-
dición de vulnerabilidad. Uno está referido 
al plano estructural y se expresa en determi-
nadas configuraciones individuales, o de los 
hogares, dada por una elevada propensión a 
una movilidad descendente. El segundo pla-
no se refiere a sus consecuencias en la esfe-
ra subjetiva. La vulnerabilidad social genera 
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sentimientos de indefensión, incertidumbre 
e inseguridad (CEPAL; 2005a). 

El Estado, el mercado laboral y la sociedad 
contribuyen, con funciones distintas e inter-
conectadas, al grado de apertura y a la efica-
cia de los eslabonamientos de estas cadenas 
de oportunidades al bienestar. A manera de 
ilustración, estas funciones se pueden clasi-
ficar en dos grandes grupos: las que facilitan 
un uso más eficiente de los recursos que ya 
dispone el hogar y las que proveen nuevos 
activos o regeneran aquellos agotados. Un 
ejemplo de la primera categoría de funciones 
son las guarderías infantiles, cuya utilización 
permite aprovechar mejor los recursos hu-
manos del hogar con respecto a la meta de 
mejoramiento de la situación de bienestar. 
Resultados similares se producen cuando, 
por ejemplo, se mejora la infraestructura 
vial de una localidad, la infraestructura de 
vivienda (gas, agua potable, electricidad, te-
léfonos, etc.), o la red de transporte. Todo ello 
incide en los hogares directamente, elevan-
do su bienestar, e indirectamente, creando 
condiciones favorables a un aumento de la 
disponibilidad de su fuerza de trabajo y de 
la eficiencia en su utilización. El ejemplo más 
claro de la segunda categoría de funciones es 
la provisión de oportunidades de educación 
gratuita por el Estado, cuya eficacia depende 
de la utilidad que muestren los logros educa-
tivos obtenibles por esa vía para una incor-
poración plena a trabajos productivos. Pero 
también es posible ubicar en esta categoría 
a los créditos a las micro y pequeñas empre-
sas, en la medida que el contexto económico 
brinde un espacio para el desarrollo de estas 
actividades, esto es, que ciertos tipos de au-
toempleo para los que se conceden créditos 
permitan efectivamente mejorar las condi-
ciones de bienestar del hogar en el contexto 
económico en que éstos operan, donde la 
Banca no obtenga tantos beneficios “cosa im-
posible”. En ambos casos estamos refiriéndo-
nos a problemas de ajuste entre la estructura 
de oportunidades y los cambiantes requeri-
mientos de los canales de movilidad e inte-
gración social (CEPAL, 2007).

La potencialidad de la noción de vulne-
rabilidad social es que ubica la discusión de 
las desventajas sociales en la relación entre 
1) los activos físicos, financieros, humanos y 
sociales que disponen los individuos y hoga-
res, con 2) sus estrategias de uso y 3) con el 
conjunto de oportunidades -delimitado por 
el mercado de trabajo, el Estado y la sociedad 
civil- a los que pueden acceder los individuos 
y hogares. La importancia teórica y política 
de explorar nuevos enfoques radica en que 
el tratamiento conceptual y la medición de 
los temas relacionados con las desigualda-
des

 

y desventajas sociales de ciertos grupos 
de población es una de las principales bases 
operativas para el diseño de políticas sociales 
en el ámbito nacional, internacional, regional 
y autonómico (CEPAL, 2005a).

La complejidad de la noción de vulnerabi-
lidad se expresa en diferentes niveles de aná-
lisis y en las dimensiones del desarrollo de las 
condiciones de vida social a las que se refiere 
(económica, política, cultural, ambiental y 
educativa). Estas distinciones entre unidades 
de análisis y dimensiones de la vulnerabili-
dad son realizadas sólo con fines analíticos, 
dado que en la práctica se presentan conjun-
tamente. En última instancia las diferentes 
dimensiones y unidades de análisis son útiles 
en la medida en que permiten observar los 
distintos tipos de impactos de las políticas 
públicas. La noción de vulnerabilidad puede 
ser entendida como un proceso que se rela-
ciona en estos diversos niveles de análisis y 
que puede existir una sinergia negativa entre 
sus distintas dimensiones en la medida que 
puede llevar a incrementos de los niveles de 
vulnerabilidad a partir de una situación de 
vulnerabilidad inicial, produciendo un “cír-
culo vicioso de la vulnerabilidad” entre las 
distintas unidades de análisis y las diversas 
dimensiones de la misma (Salama, Marques-
Pereira y otros, 2005).
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5. VULNERABILIDAD FORMATIVA

La educación adquiere un papel de espe-
cial relevancia en relación con la inadapta-
ción social, no sólo por cuanto se refiere a los 
procesos de marginación y/o rechazo social 
e institucional que pueden tener lugar a lo 
largo del trayecto formativo (especialmente 
escolar) de determinadas personas y/o colec-
tivos, sino también, y específicamente, por 
cuanto que hace referencia a las funciones 
que desempeña la educación: otorgar com-
petencias para facilitar la adaptación para 
la vida profesional y garantizar el desarrollo 
personal y social que facilite la cohesión y la 
lucha contra las desigualdades. Siendo así, la 
dimensión formativa de la exclusión se vin-
cula a otras esferas de este proceso, entre las 
que destacan la económica y la laboral. Esto 
es, aquellos ámbitos en los que se sostiene, 
primordialmente, la integración social de las 
personas (inserción mediante las prácticas y 
reconocimiento subjetivo e intersubjetivo) 
en términos comunitarios e institucionales. 
Existen diversos factores que dan cuenta de 
las desigualdades en relación con la educa-
ción y frente al sistema educativo, desigual-
dades susceptibles de derivar en procesos 
de marginación y/o exclusión social de los 
individuos, que les acompañen a lo largo de 
su vida futura. Los motivos por los que los in-
dividuos pueden encontrarse en situación de 
desventaja tienen que ver con problemas de 
tipo personal, sociocultural o con la combi-
nación y/o la agudización de éstos. En todos 
los casos, sin embargo, debemos entender 
que la inadaptación en o ante la educación 
va más allá de la idea de fracaso escolar: los 
diferentes tipos de desventajas tienen que 
ver con “condiciones o circunstancias desfa-
vorables para el acceso normal a los estudios 
o para continuarlos conforme a la expectati-
va media de éxito entre los alumnos del nivel 
correspondiente” (Badosa, 2001).

La desescolarización a edades obligato-
rias es uno de los factores de exclusión social 
más graves que pueden sufrir las personas 
que se encuentran en desventaja por situa-

ciones de riesgo, marginación y/o exclusión 
previa (gitanos, rumanos,...). La ausencia de 
escolarización representa, por una parte, una 
exclusión respecto del propio sistema educa-
tivo; por otra, constituye un elemento clave 
para la futura exclusión del individuo respec-
to de otros ámbitos sociales y, en especial, de 
la esfera laboral (Subirats i Humet, 2005).

Los niveles formativos bajos es otro de los 
factores clave que, junto con el analfabetis-
mo absoluto o funcional, dan cuenta de la 
exclusión sociolaboral por razones educati-
vas, esto es, con origen en la relación que han 
establecido las personas con el Sistema Edu-
cativo en términos de resultados escolares. 
El factor que aquí se expone alude, de forma 
complementaria, tanto a las personas cuyo 
nivel educativo no ha ido más allá de la Edu-
cación Primaria y de los que no han superado 
la Educación Secundaria Obligatoria, como al 
alumnado que trata de reinsertarse en el sis-
tema por medio de la Educación de Adultos. 
En estos casos, dichos los estudiantes forman 
parte de este contingente de población cuya 
movilidad social ascendente por medio de 
la formación está en entredicho. Y es que, si 
bien en estos últimos años ha aumentado el 
número de cualificaciones en términos gene-
rales, este incremento “no se ha traducido en 
una ampliación equivalente de las oportuni-
dades laborales, y [...] la escuela ha dejado sin 
credenciales primarias y/o secundarias y/o 
formación profesional a proporciones impor-
tantes de jóvenes” (Bonal y Rambla, 2005). Así 
pues, las desigualdades se han mantenido, a 
pesar de que “una parte de estos colectivos 
ha podido reincorporarse a procesos de for-
mación mediante la educación de personas 
adultas y la formación ocupacional” (Bonal y 
Rambla, 2005), por lo que no podemos consi-
derar la Educación de Adultos como un único 
y verdadero sistema alternativo de lucha con-
tra la exclusión e inadaptación en términos 
de capital formativo.

¿Difieren los patrones de personalidad 
de los adolescentes de centros educativos 
vulnerables al comparar sus respuestas con 
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adolescentes que pertenecen a centros no 
vulnerables?, ¿qué tipo de preocupaciones 
parecen más relevantes?, ¿son portadores de 
algún síndrome clínico? Los resultados de Pé-
rez Villalobos, Díaz Mújica y Vinet Reichhardt 
(2005), sugieren que los adolescentes, hom-
bres y mujeres, que inician sus estudios de 
Enseñanza Media en centros de alta vulne-
rabilidad presentan algunos patrones de 
personalidad que les exponen a riesgo. Sus 
características de personalidad, evaluadas 
con el Inventario Clínico para Adolescentes 
de Millon, les exponen a riesgo de abando-
nar sus estudios y de ser sujetos de trato vio-
lento de parte de otros. Los adolescentes que 
avanzan y permanecen en la enseñanza for-
mal muestran características de personalidad 
que facilitan su adaptación a un sistema nor-
malizado. Los alumnos, independientemente 
de su edad y sexo, de centros de alta vulne-
rabilidad exhiben altos niveles de ansiedad y 
afecto depresivo. 

Morin (2000) dice que “los grandes desa-
fíos de la enseñanza contemporánea deben 
ser originar mentes bien ordenadas antes 
que bien llenas, enseñar la riqueza y la fra-
gilidad de la condición humana, iniciar en la 
vida, afrontar la incertidumbre. En una pala-
bra: formar al ciudadano del nuevo milenio”.

6. VULNERABILIDAD DE LOS 
SUJETOS PRIVADOS DE LIBERTAD

Con respecto a los mismos sujetos, pero 
del ámbito de la Justicia Juvenil, es decir, di-
ferenciar la posible vulnerabilidad del pena-
do por el Código Penal, del penado por la Ley 
de Responsabilidad Penal de los Menores, es 
lo más sencillo. No porque la diferenciación 
venga delimitada exclusivamente por la edad 
del sujeto pasivo observado; pues estadísti-
camente los sujetos privados de libertad de 
la Justicia Juvenil son en un 65% aproxima-
damente sujetos mayores de edad. La dife-
rencia la vamos a encontrar en la cualidad 
normativa, en la carga de responsabilidad 
que conlleva la legislación penal “del menor”, 

y en los sujetos responsables de la ejecución 
penal. (Ello se evidencia en que la ejecución 
penal del Código Penal está encomendada 
al Estado o a una Administración Pública Te-
rritorial –hoy únicamente la Comunidad Au-
tónoma de Cataluña-, mientras que la ejecu-
ción penal juvenil en virtud del artículo 45.3 
) de la L.O. 5/2000 reguladora de la respon-
sabilidad penal de los menores, se encuentra 
prácticamente en todo el Estado Español en 
“manos privadas”, a través de convenios que 
las Entidades Públicas pueden realizar con 
“Entidades sin ánimo de lucro”). Es indudable 
por tanto la mayor vulnerabilidad del adul-
to, dada la visión normativa y real en que se 
fundamenta la ejecución del Derecho Penal 
Juvenil en nuestro país.

Con respecto a los sujetos que aún estan-
do penados en el mismo ámbito del Código 
de adultos (L.O. 10/1995, de 23 de noviem-
bre, del Código Penal y L.O. 15/2003, de 25 
de noviembre, que modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Pe-
nal), pero que se encuentran en un régimen 
de semilibertad, la diferencia es también 
abismal. 

A continuación destacamos algunas cues-
tiones de la vulnerabilidad juvenil y la del 
adulto:

1. Delimitación del posible sufrimiento por 
daño o angustia del preso o penado en 
la Institución Penitenciaria en relación 
exclusivamente con los sujetos que no se 
encuentran privados de libertad.

2. Diferenciación de la vulnerabilidad en los 
mismos sujetos anteriores, en relación a 
otros sujetos que aún condenados, cum-
plen tal condena en un régimen de semili-
bertad (tercer grado de tratamiento peni-
tenciario).

3. La misma delimitación con los sujetos so-
metidos a la Justicia Juvenil, privados to-
talmente de libertad, es decir sometidos 
a la medida judicial de internamiento en 
régimen cerrado del art. 7.1.a) de la L.O. 
5/2000 reguladora de la responsabilidad 
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penal de los menores y R. D. 1774/2004, 
de 30 de julio, por el que se aprueba el Re-
glamento de la Ley Orgánica 5/2000.

Los penados en primero y segundo grado 
de tratamiento penitenciario (véanse arts. 9 
y 10 de la L.O.1/1979, de 26 de septiembre 
General Penitenciaria y 76 a 78 y 89 y siguien-
tes del R.P., aprobado por R.D. 190/1996 de 9 
de febrero), a diferencia de las personas en 
libertad, tienen muy limitada sus relaciones 
con otras personas que no se encuentran en 
su mismo estatus. Así, pueden comunicar ex-
clusivamente con sus familiares y amigos una 
vez por semana, y en un número no superior 
a cuatro personas (arts. 41 y siguientes del 
R.P.) no pueden utilizar los medios de comu-
nicación electrónica; pueden realizar llama-
das telefónicas muy limitadas y controlada-
mente. Todas estas circunstancias hacen que 
su relación con el mundo real sea totalmente 
diferente a la del resto de sujetos. Surgen en 
estos individuos todo tipo de dudas y miedos 
en relación a sus seres queridos; se les plan-
tea una nueva visión de la vida y de la reali-
dad totalmente controlada por la institución 
penitenciaria, salvo su derecho a la intimidad 
(ver art. 4 del R.P., derechos de los penados en 
las Instituciones Penitenciarias).

Es distinto el grado de sufrimiento, de 
miedo, de vulnerabilidad de los sujetos an-
teriores en el momento en que comienzan 
a disfrutar de los beneficios que otorga el 
cumplimiento de su condena en alguno de 
los regímenes de tercer grado de tratamien-
to, donde su libertad de movimientos es mu-
cho mayor, al disfrutar o bien de permisos de 
fin de semana, o de un trabajo en el exterior 
de los Centros Penitenciarios, teniendo que 
pernoctar únicamente en éstos. Ahora su 
relación con el mundo se va normalizando. 
Todavía deben cumplir ciertas normas y re-
quisitos de sujeción, pero su capacidad de 
maniobra ante posibles ataques es mucho 
más amplia que en los anteriores supues-
tos. La diferencia de los sujetos adultos, con 
aquellos sometidos a la privación de libertad 

bajo la L.O.R.P.M. (L.O. 5/2000 y L.O. 8/2006) 
viene diferenciada por varios aspectos:

 1 La diferencia evidente de edad de los su-
jetos; y por tanto las diferentes clases de 
responsabilidades –y de miedos- entre el 
sujeto adulto y el menor.

 2 La diferencia de trato por parte de las Ins-
tituciones actuantes. Es indudable la dosis 
de “proteccionismo” 5 que existe en la Jus-
ticia Penal Juvenil. Justicia que a diferen-
cia de la Penal de Adultos que ejecuta el 
Estado, la ejecuta cada Comunidad Autó-
noma, y el órgano encargado de la misma 
en cada Comunidad, suele estar integrado 
en las Consejerías de Asuntos Sociales, y 
concretamente unido a la diferentes Di-
recciones Generales de Menores y Familia, 
aunque en Catalunya está integrada en la 
Consejería de Justicia.

Bastantes de los individuos, sometidos a la 
LORPM, proceden del Sistema de Protección 
de Menores (Por ejemplo, en la Comunidad 
Canaria en el año 2007, el porcentaje era del 
30%), ello conlleva que en parte continúe tal 
“proteccionismo institucional” por parte de 
los profesionales.

7. VALORACIONES SOBRE LA 
VULNERABILIDAD

Está claro que el colectivo más vulnera-
ble en el momento actual son los menores, 
jóvenes, adultos y personas mayores que se 
encuentran en exclusión social, es decir, el 
colectivo de “individuos” (menores, jóvenes 
y adultos privados de libertad), donde ya 
nuestras instituciones oficiales se encuentran 
interviniendo y existe otro colectivo que po-
tencialmente se encuentra vulnerable que es 
el que está en riesgo. Ante ello, pensamos, 
que desde las instituciones oficiales, no se 
pueden reducir los presupuestos o la dimen-
sión económica, con la excusa de la crisis eco-
nómica e ir desde un modelo de intervención 

5  No nos referimos al Poder Judicial, nos referimos a la 
Administración.
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profesionalizado, hacia un modelo asistencial 
y de control con dichos colectivos, ya que ello 
originaría más exclusión social y una bolsa de 
pobreza.

También hemos señalado un gradiente in-
terno o fortaleza que aparece en los colecti-
vos e individuos vulnerables y en riesgo, que 
les hace enfrentarse a los efectos de cambios 
negativos; y nosotros como profesionales del 
sector, hemos de potenciar su resiliencia o 
fortaleza para que puedan adaptarse bien a 
dichas situaciones adversas y reaccionen po-
sitivamente.

Los profesionales y responsables del cam-
po de la inadaptación social hemos de apro-
vechar la situación de vulnerabilidad en la 
que se encuentran estos colectivos y grupos 
vulnerables para salir fortalecidos y para ellos 
“nosotros”, hemos de hacer más con menos 
y ser más positivos, pensando que hemos de 
salir fortalecidos de la crisis y vulnerabilidad 
en la que todos estamos inmersos en el mo-
mento actual.

Nos preguntamos: ¿Cuándo actúa nuestra 
sociedad, cuando el sujeto o colectivo está en 
peligro o cuando dicho sujeto o colectivo es 
un peligro? Lamentablemente, en la mayoría 
de la veces se actúa cuando el sujeto o colec-
tivo es un peligro. Pensamos que ahora más 
que nunca nuestra sociedad ha de actuar 
cuando el sujeto o colectivo está en peligro, 
llevando a cabo acciones preventivas en edu-
cación, formación, salud, trabajo y vivienda; 
acciones donde los frutos los recogeremos a 
largo plazo y las generaciones futuras se en-
cuentre mejor, que con acciones de acción y 
control social, que nos llevaría a una ruptura 
de clases.

Hemos de ir hacia un enfoque de preven-
ción y no de control centrado en la vulnerabi-
lidad, frente a estos colectivos inadaptados y 
en riesgo. Teniendo presente que la adquisi-
ción de vulnerable, puede, en teoría afectar a 
cualquier persona y se puede ver en riesgo, 
ya que resulta fundamental considerar que 
una situación de crisis ha demostrado que 
ciertos grupos de sujetos de nuestra socie-

dad se han visto y se verán afectados de una 
manera particular, debido a sus condiciones 
personales, sociales, económicas y políticas.

Ser vulnerable en el contexto actual en el 
que nos vemos inmerso significa tener poco 
o ningún control sobre el propio riesgo de 
ser excluido. En este sentido, el abordaje de 
la vulnerabilidad lo podemos relacionar con 
el imperativo de abordar desigualdades so-
ciales que determinan el insuficiente o nulo 
control de las personas sobre sus capacida-
des preventivas. Por su complejidad, el tra-
bajo sobre la vulnerabilidad requiere de una 
visión multidisciplinaria, y de la construcción 
de estrategias con modelos flexibles y ade-
cuados a la situación real.

Dado que la vulnerabilidad es el resulta-
do de muchos factores de origen personal, 
social y político; hemos de utilizar con fines 
analíticos las dimensiones de la vulnerabili-
dad, que nos permitiría organizar y articular 
las diversas variables que participan de la vul-
nerabilidad de las personas y grupos frente a 
la exclusión social e inadaptación social. 
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